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CUESTA CREERLES
Mauricio Vargas

¿Por qué Prieto no dijo de entrada que había ido al café? Y más grave, ¿para qué fue?

En la segunda vuelta de las presidenciales del 2014 voté en blanco, hastiado de la mugre de ambos bandos, que usaron la mentira, la propaganda negra y la infiltración contra el adversario. Al final, y con ayuda de la Fiscalía de entonces, Juan Manuel Santos se impuso. Ahora sabemos que la porquería incluyó, en ambas candidaturas, el apoyo de Odebrecht, una enorme máquina corrupto-ra de gobiernos en el continente: mi voto en blanco queda aún más justificado.

De los tratos de la candidatura de Óscar I. Zuluaga con esos hampones hay evidencia: viajes, reuniones y la asesoría del estratega ‘Duda’ Mendonça, pagado por Odebrecht de modo generoso (US$ 1,6 millones). Pero la reelección de Santos también ha sido gravemente salpicada. En ambos casos se trata del testimonio de un involucrado, Mendonça en el de Zuluaga; y en el de Santos, el del exsenador cordobés Otto Bula, detenido por la Fiscalía como intermediario para pagar más de US$ 11 millones en sobornos de Odebrecht para contratos y favores de los gobiernos de Álvaro Uribe y Santos. Y contratos y favores hubo, muchos.

Bula le dijo a la Fiscalía que entregó US$ 900.000, en maletines, con destino a Roberto Prieto, amigo de confianza de Santos y gerente de sus dos campañas, por medio del empresario Andrés Giraldo, amigo de Prieto. Según la Fiscalía, sus investigadores indagan lavado de activos, falsedad documental y otros delitos en torno a ello. Dicen mis fuentes en esa entidad que, aparte de la prueba testimonial, hay serios indicios en el movimiento del dinero.

La reacción de los involucrados ha sido extraña. El martes 7, una vez que el fiscal Néstor H. Martínez lo reveló, Prieto dio un desmentido categórico al testimonio de Bula, “a quien escasamente distingo”. Al día siguiente, cuando el Fiscal divulgó que, según Bula, la entrega del dinero había sido vía Giraldo, dijo por escrito a La W que no quería dar entrevistas porque “tengo mucho susto, pues esa mafia de Córdoba es tenebrosa” (es la misma mafia política que ayudó con cientos de miles de votos a la reelección de Santos). El jueves, en entrevista con EL TIEMPO, terminó aceptando que Giraldo se había reunido con Bula, sin especificar que él mismo estuvo en el café donde se produjo la reunión.

La presencia de Prieto en el café Juan Valdez del parque El Virrey de Bogotá, donde Bula dice que entregó los maletines, la confirmó horas después, sin querer queriendo, Giraldo en entrevista con la web de ‘Semana’. “Bula lo debió ver entrar, pero no nos reunimos con él”, y le dio así la razón a Bula, quien sostuvo en la Fiscalía que Prieto estaba en el café. ¿Por qué Prieto no dijo de entrada que había ido al café? Y más grave aún, ¿para qué fue?

Giraldo dice que cuando terminó la reunión con Bula, “ahí mismo” él y Prieto indagaron en Google quién era y “encontramos la historia de sus fincas en Córdoba, un prontuario”. Según Prieto, él le dijo a Giraldo que se mantuviera “a kilómetros de ese señor”. Pero Giraldo reconoce que pudo haber una segunda reunión en la que Bula le entregó (¿en un maletín?) papeles relacionados con un acueducto en Honda en cuya licitación tenía interés. Si Bula tenía “prontuario”, ¿para qué seguir con las tratativas?

Hay más preguntas. ¿Por qué dice Giraldo “yo soy un alfil”? ¿Alfil de quién? ¿Por qué Bula buscó a Prieto para una licitación del Gobierno? ¿Quién se lo recomendó? ¿Acaso los de Odebrecht, quienes, según la confesión del exviceministro Gabriel García, conocían a Prieto desde la primera campaña de Santos? ¿Por qué si un hombre “con prontuario” buscaba favores en una licitación, Prieto y Giraldo no informaron a las autoridades? Ojalá les hagan esas preguntas en la Fiscalía, porque de esto que tan mal huele, el país necesita saber toda la verdad. A mí, de entrada, me cuesta creerles.

CORRUPCION

EL ESPECTADOR
OH CORRUPCIÓN, OH CAOS

Editorial

La red de corrupción, en este caso, sobrepasó todos los estándares conocidos.

Hablar del cáncer de la corrupción es ya un lugar común. No en vano se le atribuye a Séneca el haber dicho que “la corrupción es un vicio de los hombres, no de los tiempos”. Nada más cierto. Las graves denuncias y escándalos que se han generado en las últimas semanas en la región, y en Colombia, ratifican la validez de la cita. La respuesta apropiada debería ser la pronta investigación y sanción a los responsables. He aquí el dilema.

La gravedad dentro del llamado escándalo Odebrecht es la forma en que una firma constructora logró instalar todo un andamiaje para permear y corromper a cerca de diez países de América Latina. Tanto así que existen mapas interactivos en los cuales basta con ingresar al país de interés y acceder a las acusaciones formuladas, a las investigaciones en curso o a las sanciones a las que se han hecho acreedores sus implicados. Algunos de ellos presidentes en ejercicio, o expresidentes, que deberán responder ante la justicia por los muy graves señalamientos y pruebas que existen en su contra.

La red de corrupción, en este caso, sobrepasó todos los estándares conocidos. Con un trabajo de filigrana, la empresa brasileña terminó cooptando personas del sector privado y a políticos y funcionarios que recibieron millones de dólares en coimas para que se le adjudicaran jugosos contratos de infraestructura. En el caso de Colombia, como lo mencionamos en este espacio unos días atrás, las dos campañas políticas que definieron la última elección presidencial aparecen directamente implicadas. Sin entrar a determinar responsabilidades colectivas o individuales, lo cierto es que, una vez más, hay un país asqueado de ver cómo la corrupción acaba con todo. Les corresponde a la Fiscalía y al Consejo Nacional Electoral estar a la altura de sus responsabilidades y sancionar a los responsables.

Con dar una mirada al vecindario, se aprecia mejor la dimensión de la crisis actual. En Brasil, tanto Michel Temer, actual presidente, como Lula da Silva, Dilma Rousseff y más de la mitad del Congreso se han visto implicados o sacudidos. Allí comenzó el escándalo y, gracias a que el mismo terminó en manos de la justicia de Estados Unidos, se ha podido conocer su magnitud. Marcelo Odebrecht, cabeza del emporio, purga una condena de 19 años. El caso más sonado ha sido el de Perú, donde las autoridades han ofrecido recompensa internacional para capturar el expresidente Alejandro Toledo, acusado de recibir US$20 millones. El tema no termina ahí, pues su antecesor, Alan García, y su sucesor, Ollanta Humala, y su esposa, Nadine Heredia, junto con el expresidente panameño Ricardo Martinelli y el salvadoreño Mauricio Funes, también están señalados de beneficiarse de sobornos. Todo lo anterior sin mencionar a Venezuela, donde la empresa brasileña mantuvo la mejor relación con el gobierno chavista.

Denominado, con razón, “la mayor red de sobornos extranjeros de la historia”, debería motivar un movimiento ciudadano de tolerancia cero contra este tipo de conductas. Exigir el fortalecimiento de los mecanismos de control, garantizar una pronta y efectiva justicia, así como el aumento de penas a los corruptos, incluyendo la muerte política para aquellos que terminen involucrados. La semana anterior Rumania vivió multitudinarias protestas callejeras cuando los ciudadanos, hartos de ver cómo este mal corroía a la clase política, decidieron oponerse a nuevas leyes que disminuían las sanciones a quienes se vieran involucrados en dicho delito.

De momento, una vez abierta la caja de Pandora, el ambiente en la región es de hastío y cansancio contra la clase política tradicional. De ahí que, para que no paguen justos por pecadores, sea necesario exigir, una vez más, la pronta actuación de la justicia con claridad para enjuiciar a los responsables y aplicarles las máximas penas. La paciencia de la ciudadanía tiene un límite.

DISTRACTORES SI SE PIERDE EL PRÉSTAMO DEL BANCO AGRARIO A NAVELENA-ODEBRECHT
José Roberto Acosta
Vergonzosa la intervención del secretario de Trasparencia de la Presidencia, Camilo Enciso, diluyendo la responsabilidad de la junta directiva del Banco Agrario por su equivocada decisión de haber prestado $120.000 millones al consorcio Navelena-Odebrecht.

Con una turbia maniobra jurídica, Enciso, junto con el ministro Iragorri, busca enredar penalmente a funcionarios de nivel medio del Banco Agrario, acusándolos de modificar las condiciones del crédito aprobadas en la junta directiva del 12 de noviembre del 2015.

Denuncian cambios que en nada afectan el riesgo financiero de la operación. Alegan que, a mitad de camino, el banco renunció a tener la custodia del contrato de fiducia mercantil que administraría la garantía del préstamo, pero eso no es relevante, ya que si uno presta un dinero con el respaldo de un cheque posfechado o un pagaré, lo que importa es que el cheque tenga fondos o que quien firme el pagaré tenga activos que embargarle. Preocuparse de dónde se guarda el título es lo de menos.

El otro cambio que denuncian orondos es que se eliminó el requisito de que Cormagdalena, entidad contratante junto con la Nación, reconociera al Banco Agrario como acreedor financiero, algo que tampoco cambia el ya torcido préstamo, pues en últimas el acreedor de Cormagdalena debe ser el contratista, Navelena-Odebrecht, y/o la Fiducia Mercantil Irrevocable, que sería el balde o receptáculo a donde llegarían los dineros para pagarle al Banco Agrario apenas se concretara el cierre financiero. Pero el cierre financiero no ha llegado, y tal vez nunca llegue, pues el balde sigue sin dinero y sin respaldo, como desde un principio lo supo la junta directiva.

Es penoso que escurran sus responsabilidades en los subalternos, cuando la junta directiva siempre conoció que Marcelo Odebrecht estaba preso y que el riesgo reputacional era un hecho objetivo y protuberante, a pesar de los “sesudos” conceptos de pomposos y costosos abogados externos que defendieron este préstamo, como Bernal Cuéllar, Lombana, Arrieta y Hoyos.

Más grave aún es confesar que “la junta directiva del banco no tenía conocimiento de que la empresa Constructora Norberto Odebrecht de Colombia Ltda. se encontraba en causal de liquidación”. Negligencia o mentira que los deja mal parados y con la alta posibilidad de perder valiosos dineros públicos. Y nadie de arriba cae.

PUNTADA SIN DEDAL

Ramiro Bejarano Guzmán

Raro que Néstor Humberto Martínez, tan hábil y con vastísima experiencia en el sector público, haya terminado enredado por sus declaraciones sobre el supuesto ingreso de dineros de la multinacional del soborno Odebrecht en la campaña presidencial de Santos II, que dejó al Gobierno atravesando uno de sus peores momentos y radiante al uribismo.

Martínez Neira tenía que saber que soltar la bomba de que el tristemente célebre Otto Bula había entregado dineros a la campaña santista no iba a pasar inadvertido, ni aquí ni afuera. Y también tenía que haber previsto que hacer semejante anuncio para casi inmediatamente revelar que no tenía “prueba física” (sic) de tan grave acusación, iba a caer muy mal no solo en la Casa de Nariño, sino en el país entero. Entonces lo que hay que preguntarse es: ¿por qué el fiscal se atrevió a tanto con tan poquito?

Lo comprobable hasta ahora es que cuando Martínez hizo el anuncio, ya se venía hablando de lo mismo en varios círculos y hasta en medios de comunicación. En efecto, en el programa de opinión Semana En Vivo, que conduce María Jimena Duzán, al que fui invitado el lunes pasado, los conspicuos uribistas José Félix Lafaurie y Everth Bustamante vaticinaron que a Santos le iba a reventar un escándalo porque en su campaña aparecerían dineros de Odebrecht. En principio me pareció más de lo mismo sobre la consabida estrategia del Centro Democrático de que para defenderse lo mejor es calumniar, y así lo expresé esa noche, pero al día siguiente, cuando el fiscal repitió esa versión, tengo que confesar que la “coincidencia” me asombró. Y ya armado el alboroto, otros más cayeron en la cuenta de que la truculenta historia se viene cocinando en muchos escenarios y en las mesas de reconocidos periodistas antisantistas.

Hoy el Gobierno enfrenta un período de convulsión severa que no se apagará porque los ministros hayan firmado un lánguido comunicado de respaldo a su jefe, porque, quiérase o no, de hoy en adelante tendrá que padecer un problema que, si mis cálculos no fallan, lo mortificará hasta que termine el mandato. De que todo le resulte mal a Santos seguirán encargándose Uribe y sus muchachos, quienes por ahora han conseguido que el huracán de Odebrecht, Gabriel García M y Otto Bula —que estaba devorando a los Ivanes, Zuluaga y Duque— se traslade a la sede presidencial.

Para no ir muy lejos, hoy con un Gobierno que tiene semejante dificultad obviamente se le siente débil en algunos frentes donde requiere de fortaleza. Por ejemplo, no se ve imposible que los enemigos de la Jurisdicción Especial de Paz (JEP) logren su no disimulado propósito de que naufrague definitivamente. No son pocos los que acarician la posibilidad de que la JEP se venga abajo, con lo cual se le daría un golpe letal al proceso de paz, porque ellos no parecen estremecerse con las imágenes de unas Farc caminando en calma a la desmovilización, pues grande es el temor que les asiste frente a una justicia que podría tocar a las puertas de muchos de ellos.

Néstor Humberto no gusta de la JEP al igual que Cambio Radical y el Centro Democrático. Por ahora sabemos que eso los une, lo que no se sabe es qué los desune. Me resisto a creer que el fiscal, cuando hizo su tempestuosa declaración pública pero sin pruebas sobre el presunto ingreso de dineros de Odebrecht a la campaña Santos II, estaba calculando arrinconar al Gobierno precisamente ahora que se avecina el grueso de la discusión en el Congreso sobre el futuro de la JEP. En todo caso, malhadada coincidencia que viene a sumarse a la última propuesta de José Obdulio de poner en entredicho los acuerdos de paz si llegaren a ganar ellos las elecciones en 2018.

Si a medida que avanza la tortuosa investigación por los sobornos de Odebrecht crece simultáneamente la ecuación de las dificultades para que se apruebe la JEP y para que la paz vuelva a estar lejos, entonces sabremos que el ruido de esta semana que aún no cesa, no fue una simple coincidencia, sino apenas el comienzo.

Adenda. ¿Qué tendrá para decir el presidente del Congreso Mauricio Lizcano sobre el cierre del programa de RCN Especiales Pirry, justo cuando lo investigaba?

CORRUPCIÓN: LA CALENTURA Y LAS SÁBANAS

Luis Carvajal Basto

Encarcelar, episódicamente, a alguien no soluciona el problema. La “metodología” de los chivos expiatorios hace parte de él.

Aunque estemos escandalizados, hace mucho sabíamos de los alcances de un sistema político que se dejó corromper. Como hemos referido  desde esta columna los mismos dirigentes empresariales, y no solo Odebretch, reconocieron, en un estudio realizado por el Externado y Transparencia por Colombia, que el 17.3% de los contratos se va en coimas. El Fiscal hizo lo que la Ley permite, al trasladar parte de la investigación al Consejo Nacional Electoral, pero no podemos seguir remendando: es impostergable una verdadera  reforma política.

En las últimas décadas hemos elegido gobiernos que, de una u otra forma, ofrecieron terminar la guerra, hasta entonces, la mayor preocupación de los colombianos. Sin embargo, las marchas hacia la desmovilización de las FARC, un hecho de enorme magnitud, y la apertura de diálogos con el E.L.N,  han sido sustituidas en los encabezados de  medios y tendencias en redes por los escándalos de corrupción “de moda”. ¿Cambió el eje de la política? ¿Se convertirá en el centro del debate presidencial hacia 2018?

Encuestadoras (1) que utilizan metodologías, parámetros y tamaños de muestra similares a través del tiempo, como Gallup, señalan que mientras el “problema” de la “Guerrilla” empeoraba, en octubre pasado, para el 34% de los ciudadanos, la corrupción lo hacía para el 85%, mostrando una clara tendencia. Sin conocerse estudios esta semana, no es exagerado afirmar que la cifra, después de Odebretch, debe estar por encima del 95%, lo que quiere decir que los colombianos estamos de acuerdo en que, hoy por hoy, la corrupción es nuestro principal problema.

Sobre el tema existe consenso, pero eso, precisamente, lo descarta como referente  en las presidenciales, cosa que muchos han sugerido. La coyuntura política seguirá signada por la división entre quienes están y no están de acuerdo con lo firmado entre el gobierno y las FARC.

Otra cosa es la manera como las instituciones, las autoridades y la gente  reacciona mientras viene una reforma que debe considerar temas como la participación, incluido el control  ciudadano de la contratación y gestión pública, un verdadero dique contra la corrupción; la financiación de la política y el fortalecimiento de los partidos.

En el entretanto las autoridades electorales no cuentan con los recursos  financieros, orgánicos y legales, ni la capacidad de gestión, para afrontar  nuevas modalidades de delitos: de probarse, por ejemplo, aportes no registrados a las campañas estaríamos hablando de violación de topes, un fenómeno  casi rutinario, y no del origen de la más grave disfunción contemporánea del sistema político.

Sin  que las autoridades actúen, no necesariamente prohibiendo o penalizando, siguen apareciendo encuestas encaminadas no a escrutar a la opinión si no a crear una corriente de ella o manipular a favor de una u otra candidatura; siguen apareciendo mentiras virales en las redes etc. A la legislación electoral y a sus instituciones les urge pulsar el botón “actualizar”, como medida de urgencia antes de la reforma y de las elecciones. Ayer era tarde. En el proceso electoral que comenzó elegiremos al próximo gobierno del que dependerá mucho si  hacemos, o no, la reforma política que el país necesita o seguimos  buscando la calentura en las sábanas y encarcelando uno que otro ladrón desafortunado, descuidado o “víctima” de alguna vendetta.

(1)  A propósito de encuestas, insistimos en que, contrariando un rumor extendido, en 2016 acertaron en Estados Unidos y en el Brexit pero fracasaron, rotundamente, en Colombia, como lo explicamos en nuestra columna del 11 de diciembre.

Acerca de su confiabilidad, la revista Science acaba de publicar una síntesis sobre los métodos de predicción, que incluye novedosos modelos de macro datos recabados en las redes desde la perspectiva de la estadística de la física (Hernán Mekse).Citados en el mismo informe los científicos Ryan Kennedy, de la Universidad de Houston, y  David Lazer,  de la Universidad North Eastern,  pudieron concluir, luego de analizar cientos de elecciones en los últimos años ,que los estudios  tuvieron una precisión del 90%, por lo que “los informes sobre la muerte de pronósticos electorales cuantitativos son muy exagerados”. Las encuestas son, todavía, irremplazables, siempre, claro, se encuentren adecuadamente elaboradas.

DISCO RAYADO

Yohir Akerman

El 11 de diciembre de 2016 el exministro de Agricultura, Andrés Felipe Arias Leiva dijo en una sentida entrevista en Los Informantes que los jueces de la Corte Suprema de Justicia colombiana no solo se equivocaron en su caso, sino que confeccionaron delitos en su contra y lo condenaron únicamente bajo sospecha. Suena posible pero en realidad es falso.

Añadió que por esto no se considera un prófugo de la justicia, ya que tenía el derecho a buscar refugio en un país al amparo del derecho internacional, y justifica su escape de Colombia diciendo: “Cómo no voy a salir de mi país para defender a mis hijos y a mi esposa ante semejante atrocidad. Me vine a Estados Unidos porque creo en la justicia de este país”.

Contundente, pero los hechos recientes parecen demostrar que eso tampoco es cierto.

El 8 de febrero de 2017, después del que el juez federal de la Florida John O'Sullivan denegara la moción de la defensa de Arias, los abogados del exministro solicitaron a otra corte de Miami intervenir para evitar que el juez a cargo de su caso de extradición continúe con el proceso. Así como se oye.

Cuando el juez O'Sullivan puso en libertad condicional a Arias el 13 de octubre de 2016 hablaron bellezas de la justicia estadounidense y de la jurisdicción del juez, pero ahora que la misma Corte les negó la moción según la cual el tratado de extradición no está vigente, dicen que la corte de la Florida se extralimitó y dio un fallo sin precedentes.

El mismo disco rayado cada vez que hay un fallo negativo para Arias.

Los abogados del prófugo exministro no solo impugnaron el fallo, sino que acusaron al juez federal de emitir una sentencia inconstitucional en el caso ya que, según sus abogados, viola las enmiendas Cuarta y Quinta de la Constitución de Estados Unidos. Una acusación temeraria.  

Por eso Arias requirió una medida que rara vez se utiliza en la justicia de Estados Unidos y es solicitarle a otro juez federal emitir un “mandato de prohibición”, para bloquear las acciones del juez O'Sullivan en su propio caso.

Incluso, para sustentar su solicitud de que otra Corte intervenga de forma extraordinaria en el caso que está manejando el tribunal de un colega, los abogados de Arias Leiva acusan al juez O'Sullivan de una “usurpación de poder”.

Es decir que, según Arias, la Corte Suprema de Colombia se inventó delitos en su contra, y luego la Corte Federal de la Florida usurpó el poder y emitió una sentencia inconstitucional en su contra. Una confabulación de dos jurisdicciones que debe responder, según el exministro, a la dirección del gobierno de Juan Manuel Santos que persigue a Arias porque fue presidenciable por el uribismo.

Pero esa es otra mentira.

El documento más severo en contra del exministro en este proceso de extradición lo emitió, nada más ni nada menos que, el Fiscal del Distrito Sur de la Florida, Wifredo A. Ferrer, quien el 17 de enero de este año le envió un concepto al juez O'Sullivan sobre el caso de Arias. 

El fiscal Ferrer, que es el mismo funcionario que anunció la extradición del Chapo Guzmán a Estados Unidos, estableció que la posición de Arias al afirmar que no había extradición era errada en los hechos y en derecho, y que, simplemente, con estos argumentos el prófugo estaba tratando de distraer y confundir a la Corte de la Florida. 
Fulminante.

El fiscal Ferrer pidió a la Corte, a nombre de Estados Unidos, que se rechace la moción de emergencia de Arias Leiva para desestimar la demanda y, “a la luz de las importantes preocupaciones de las relaciones exteriores de los Estados Unidos planteadas en este caso y del posible impacto en futuros casos de extradición”, solicitó además que el Tribunal prosiga con el proceso de extradición del fugitivo. 

De esta manera, a menos que Arias quiera asegurar que la Fiscalía del Distrito Sur de la Florida sigue las ordenes del presidente Santos, como lo dice de la Corte Suprema de Justicia en Colombia, no se puede decir que esto sea un tema de persecución en contra de Arias. No.

Lo que sí se puede asegurar es que este es un proceso que se está surtiendo, ya que dos países, Colombia y Estados Unidos, están ejecutando su obligación constitucional de hacer cumplir las leyes de cada país. El problema parece ser que a Arias no le favorece ninguna jurisdicción, regulación o ley.

SEMANA
QUE CAIGAN LOS QUE TENGAN QUE CAER

María Jimena Duzán
A estas alturas es una estupidez tratar de minimizar el impacto demoledor que ha tenido en el presidente santos y en su gobierno lo dicho por el fiscal néstor humberto martínez, así al otro día haya reculado.

Desconcertante. Así calificaría la manera como el fiscal Néstor Humberto Martínez ha decidido meterle el diente a un escándalo como el de Odebrecht, en el que detrás de cualquier pita que se jale termina expuesto el lado sórdido de los dueños reales de este país.

Por eso ha resultado desconcertante la manera como el fiscal se ha lavado las manos a la hora de abordar la investigación sobre la presunta financiación ilegal de la campaña del presidente Santos en 2014, luego de que le anunció al mundo, con una certeza a prueba de todo, que esa campaña habría recibido un millón de dólares proveniente de Odebrecht.

La tesis de que no es la Fiscalía, sino el Consejo Nacional Electoral, entidad que no tiene herramientas ni independencia frente a ningún poder político, la encargada de investigar si entró o no un millón de dólares a la campaña de Santos es tan endeble que ningún penalista que se respete se atrevería a sostenerla públicamente. No se necesita ser un experto en la materia para saber que un Consejo Electoral, minado por la ineficiencia y la politiquería -solo ha podido sancionar al movimiento Mais–, en sus largos años de existencia, es el menos indicado para seguir con éxito el trasiego de los dineros de Odebrecht por los bancos de Andorra, de la China, de Panamá y mucho menos de establecer si se volaron o no los topes electorales de la campaña. Ese es el mejor camino para enterrar una investigación que ni siquiera ha comenzado y para sepultar la verdad de lo sucedido. Por eso sorprende que un fiscal de las calidades intelectuales de Néstor Humberto Martínez ande transitando por esas líneas tan peligrosas que lo alejan de su función y lo acercan al abismo de los prevaricatos.

Desconcertante. Así calificaría la manera como el fiscal Néstor Humberto Martínez ha decidido meterle el diente a un escándalo como el de Odebrecht, en el que detrás de cualquier pita que se jale termina expuesto el lado sórdido de los dueños reales de este país.

Por eso ha resultado desconcertante la manera como el fiscal se ha lavado las manos a la hora de abordar la investigación sobre la presunta financiación ilegal de la campaña del presidente Santos en 2014, luego de que le anunció al mundo, con una certeza a prueba de todo, que esa campaña habría recibido un millón de dólares proveniente de Odebrecht.

La tesis de que no es la Fiscalía, sino el Consejo Nacional Electoral, entidad que no tiene herramientas ni independencia frente a ningún poder político, la encargada de investigar si entró o no un millón de dólares a la campaña de Santos es tan endeble que ningún penalista que se respete se atrevería a sostenerla públicamente. No se necesita ser un experto en la materia para saber que un Consejo Electoral, minado por la ineficiencia y la politiquería -solo ha podido sancionar al movimiento Mais–, en sus largos años de existencia, es el menos indicado para seguir con éxito el trasiego de los dineros de Odebrecht por los bancos de Andorra, de la China, de Panamá y mucho menos de establecer si se volaron o no los topes electorales de la campaña. Ese es el mejor camino para enterrar una investigación que ni siquiera ha comenzado y para sepultar la verdad de lo sucedido. Por eso sorprende que un fiscal de las calidades intelectuales de Néstor Humberto Martínez ande transitando por esas líneas tan peligrosas que lo alejan de su función y lo acercan al abismo de los prevaricatos.
En lugar de trasladar competencias a entidades sin dientes, el fiscal Néstor Humberto Martínez debería estar haciendo su oficio: ¿por qué no ha llamado al gerente de la campaña de Santos, el doctor Roberto Prieto, si él ha sido mencionado tanto en la declaración juramentada del exviceministro de Transporte del gobierno Uribe, Gabriel García, como en la que dio Otto Bula? ¿Por qué no ha llamado a Andrés Giraldo? ¿Es cierto que el entonces presidente de Odebrecht en Colombia, el señor Martorelli, ha confesado que él habría sido la conexión para que Giraldo se reuniera con Bula? ¿Por qué las indagatorias de semejante escándalo se están haciendo en los medios y no en la Fiscalía?

El señor fiscal tampoco ha llamado a los abogados de los prestantes bufetes que dieron el visto bueno para el préstamo, a todas luces irregular, otorgado por el Banco Agrario a Navelena, en momentos en que el escándalo de Odebrecht ya había reventado en Brasil; la firma de ingenieros, socia de Odebrecht en Navelena, cuyo dueño es el hermano del senador conservador Roberto Gerlein tampoco ha sido requerida en la Fiscalía. ¿Sabrá la Fiscalía quién es el dueño de la burocracia en el Banco Agrario? ¿Es cierto que en el reparto burocrático ese premio le tocó al senador Gerlein? ¿Por qué no se ha llamado a los políticos que ha nombrado Otto Bula en su declaración juramentada en la Fiscalía?

Todos estos interrogantes deben ser investigados por la Fiscalía. Y una vez terminada esa etapa, se debería enviar al Consejo Nacional Electoral los asuntos de su competencia. Hacerlo antes, cuando la investigación está en obra gris, es enterrar la verdad de lo sucedido para que la impunidad se termine imponiendo. Y eso no le queda bien ni al fiscal ni al presidente Santos, quien debería ser el más interesado en que el ente acusador haga bien su tarea.

UNA FÓRMULA GENIAL PARA LA IMPUNIDAD

León Valencia
Las que se joden son la democracia, la transparencia, la decencia política. y el país, que ve crecer la corrupción y campear la impunidad.

En el juicio a los hechos escabrosos, delictivos y vergonzosos de la campaña presidencial de 2014, los protagonistas y la Justicia han descubierto una fórmula genial para que el juego termine empatado, los principales responsables salgan libres de culpa y queden en la cárcel los personajes secundarios, los lavaperros. 
La fórmula es así: en un primer momento, en las filas de la campaña de Óscar Iván Zuluaga, revienta el escándalo. Descubren que alguien ha cometido un grave delito. Este negocia con la Justicia, se declara culpable, demuestra que todo se hizo bajo la conducción del candidato y de su hijo David y recibe una condena mediada por los beneficios de la confesión.
En un segundo momento, la campaña de Santos es acusada desde las filas del uribismo de un delito parecido o más grave. El principal implicado está, desde luego, ligado oficialmente al presidente y de comprobarse la trama se desatará una preocupante crisis institucional.
En un tercer momento llega la solución: la Fiscalía desestima las pruebas que implican a Zuluaga y lo exonera, a renglón seguido exonera también a la persona cercana a Santos que había sido acusada. La calma regresa. Los medios de comunicación mencionan el caso esporádicamente, quizás algún columnista insista en el tema por un tiempo hasta ser tachado de repetitivo y cansón.
El primer caso ya se cerró y está en camino hacia el olvido. Andrés Sepúlveda, contratado por la campaña de Zuluaga para operar las redes sociales, es pillado por Álvaro Echandía, director de la Agencia Nacional de Inteligencia, y por Julián Quintana, director del CTI de la Fiscalía, con la ayuda de Rafael Revert y Daniel Bajaña, compañeros de oficio de Sepúlveda en labores de espionaje y compra de información reservada, con el propósito de dañar el proceso de paz y favorecer al candidato en sus aspiraciones presidenciales.
Sepúlveda acepta los cargos, recibe una condena de diez años, implica de manera directa a cinco miembros de la fuerza pública de bajo rango que también son condenados y entrega pruebas fehacientes de que todo fue concertado con el candidato y con su hijo.
El proceso judicial empieza a dar vueltas y vueltas hasta que salta un ratón: Quintana, quien instruyó el caso y llevó a la cárcel a Sepúlveda, dice –haciéndole el mandado al uribismo– que todo fue inducido por Echandía, que en la utilización de Revert y Bajaña hay cosas ilegales, que se trató de una infiltración en la campaña de Zuluaga. Ahí termina todo. Zuluaga y Echandía son exonerados por la Fiscalía. Los medios acogen discretamente la noticia. Nadie se atreve a controvertir los fallos. Todo vuelve a la normalidad. No importa el sabor a farsa, el olor a engaño.
El segundo caso apenas empieza y ya muestra todos los signos del anterior. El brasileño Duda Mendonça, asesor de Óscar Iván Zuluaga en la campaña presidencial de 2014, declara a la revista Veja que una parte de sus honorarios, cerca de 3 millones de dólares, fueron pagados por la compañía Odebrecht después de un acuerdo con Zuluaga y su hijo. 
Estalla el escándalo en Colombia, en las propias filas del partido uribista se desata la polémica, la gravedad del hecho es inocultable, la carrera política de Óscar Iván Zuluaga está de nuevo en peligro, su candidatura a las elecciones de 2018 parece zozobrar. 
Pero a los pocos días el exsenador Otto Bula, del entorno uribista, capturado por recibir sobornos de Odebrecht, declara que la campaña de Santos también recibió un millón de dólares de la compañía. El fiscal general de la Nación recibe la acusación, la anuncia en comunicado solemne y solicita al Consejo Electoral que investigue las filas de Santos. Roberto Prieto, gerente de la campaña, queda en la mira. 
Hay una alta probabilidad de que el desenlace sea igual o parecido al del hacker Sepúlveda. El señor Duda Mendonça afrontara sus líos en Brasil y probablemente recibirá alguna sanción. El señor Otto Bula quizás afronte lo mismo en Colombia y, con algunos beneficios derivados de su confesión, pernocte un tiempo entre rejas.

El tiempo irá corriendo, la campaña electoral por la Presidencia de 2018 entrará en su furor. El fiscal general, impelido por esta realidad y con el afán de no perjudicar a fuerzas tan importantes para el país, encontrará la manera de cerrar el caso y exonerar a Zuluaga y a su hijo David nuevamente, también a Prieto y no tocar a Santos. Es una fórmula equitativa, tranquila, que deja a todo el mundo contento. Alguno de los implicados así sea inocente, o su falta sea menor, no protestará, no insistirá en que se esclarezca de verdad lo suyo y se vaya a fondo en la investigación de su rival, para qué volver a agitar las aguas, para qué remover el avispero, quizás se vuelve a enredar la cosa, mejor dejar así.
Las que se joden son la democracia, la transparencia, la decencia política. El que se jode es el país que ve crecer la corrupción y campear la impunidad. En medio, claro está, de un debate enorme sobre la necesidad de la ética política, de un llamado ferviente a respetar lo público, en un momento donde todos los políticos se rasgan las vestiduras y hablan de anticorrupción, de salvar la democracia, donde los mismos protagonistas de los escándalos anuncian más leyes contra el cáncer de la corrupción.

EL TESTIGO BULA

Daniel Coronell
Otto Bula fue el hombre que articuló las alianzas para que Mario Uribe lograra sus votaciones en un departamento de Córdoba dominado por los paramilitares.

El hombre que dice haber entregado 1 millón de dólares de Odebrecht a la campaña de reelección de Juan Manuel Santos, se enriqueció comprando tierras de campesinos desplazados por los paramilitares y, curiosamente, ha sido un caracterizado uribista de la línea de Mario Uribe. Otto Nicolás Bula militó y fue senador a nombre del Partido Colombia Democrática, una agrupación formada por Mario Uribe Escobar, primo y compañero de causas desde el inicio de su carrera de Álvaro Uribe Vélez. 
La actividad política de más de 30 años de Mario Uribe –que llegó a ser presidente del Senado– terminó cuando la Corte Suprema de Justicia lo condenó por sus relaciones con los paramilitares.
La sentencia de la Corte Suprema contra Mario Uribe señala que Otto Bula fue el hombre que articuló las alianzas para que Mario Uribe lograra sus votaciones en un departamento de Córdoba dominado por los paramilitares. La sentencia del 22 de febrero de 2011 dice textualmente “Otto Bula fue el directo responsable de la campaña”.

El narcotraficante Juan Carlos Sierra, alias el Tuso, aseguró en el año 2010 desde una prisión federal en Virginia, en Estados Unidos, que Otto Bula era el testaferro de Mario Uribe: “Él tiene un amigo, socio, testaferro como se quiera llamar, se llama Otto Bula. Otto Bula es el que le ha manejado a él todos los ganados”.

La declaración fue publicada por el periodista Guillermo Gómez en Noticias Uno.
Dentro de los negocios que identificó el Tuso Sierra estaba la compra de una propiedad por parte de Bula a Nicolás Bergonzoli: “Otto Bula le compró a Nicolás Bergonzoli, otro narco arreglado aquí en Estados Unidos, una finca en San Antonio de Pereira que se llama Xochimilco”.

San Antonio de Pereira está en la zona de Rionegro, Antioquia. El Tuso Sierra afirmó en su declaración que tiene razones para pensar que el verdadero dueño de la propiedad es Mario Uribe: “Esa finca ya la compró Otto Bula pero creo que es de Mario, Mario Uribe…Pero hoy en la actualidad, todo el mundo sabe que allá es Otto Bula, su descansadero en Llano Grande”.

Bula también fue compañero en Colombia Democrática del senador Álvaro García Romero, condenado a 40 años de prisión como autor intelectual del asesinato de 15 campesinos muertos a garrote y machetazos para poder apropiarse de sus tierras en Macayepo, Bolívar.
Macayepo está en la zona de Montes de María, la región donde hace unos años Otto Bula se convirtió en comprador –a precio de ganga– de propiedades de campesinos desplazados por la violencia.
En los años 2007, 2008 y 2009 cada semana llegaban hasta las cabaceras municipales campesinos acarreados en camiones para transportar ganado. Hasta allí eran arriados para que firmaran y pusieran sus huellas digitales en promesas de compraventa y escrituras. A cambio de cifras muy modestas entregaban los títulos de las propiedades que habían pertenecido por generaciones a sus familias.
Una documentada investigación del portal Verdad Abierta muestra cómo operaba el negocio de Otto Bula, y otros neoterratenientes. 

Los desplazados recuerdan perfectamente que dos de los ‘compradores’ eran Otto Bula y Raúl Andrés Pérez. Este último, recomendado por el ministro de Agricultura de la época Andrés Fernández.

Víctor Olivera y su familia eran dueños de Oso Negro, una finca en la vereda San Francisco, que había heredado de su padre y de su abuelo. Por 60 años esa tierra fue el único patrimonio de la familia. Según un informe de la Defensoría del Pueblo, en el año 2002, ellos y otros vecinos tuvieron que salir de la zona por amenazas de los paramilitares. 
Trataron de volver en 2006 pero el martes 4 de abril Víctor Olivera, el padre de 54 años, fue asesinado. En 2008 tuvieron que vender su finca de 49 hectáreas por lo que les quisieron dar. El comprador que aparece firmando la promesa de compraventa es Otto Bula.

Esta y otras propiedades, en las que figura Bula como comprador, finalmente fueron registradas a nombre de sociedades como Agropecuaria Montes de María, una compañía de Raúl Andrés Pérez, el recomendado del ministro Fernández, y Agropecuaria El Central, una empresa del propio Otto Bula. 

EL TIEMPO
PRIMERAS MENTIRAS

María Isabel Rueda

La Fiscalía no puede abandonar esta investigación, tirada en el Consejo Electoral, donde morirá.

El fiscal Martínez hizo lo que tenía que hacer, a pesar de todas las críticas absurdas de que afectó el prestigio del Presidente sin tener las pruebas de que, efectivamente, un millón de dólares de la multinacional más corrompida de los últimos tiempos entraron a su campaña.

El problema es que Odebrecht, la misma fuente de los recursos que envenenaron la campaña de Óscar Iván Zuluaga, es la misma de los dineros que, según el señor Otto Bula, se pagaron a la campaña Santos Presidente. ¿Cómo podía el Fiscal tramitar las primeras denuncias, que acabaron con las posibilidades presidenciales de Zuluaga, y esconder las segundas? Martínez se habría caído del cargo. Juiciosamente, elaboró un comunicado resumiendo lo que hasta ahora se sabe del ‘Uribrecht’ y del ‘Nobelbrecht’, y lo puso en conocimiento de la opinión.

En su primer comunicado sobre el caso Santos, utilizó con mucho cuidado la palabra ‘habría’ para referirse a una hipótesis que está apenas bajo investigación: que Odebrecht le habría entregado un millón de dólares al gerente de la campaña de Santos, Roberto Prieto.

Puede que pruebas no haya todavía, pero indicios graves sí. Otto Bula, el calanchín contratado para hacer el soborno, dio coordenadas de tiempo, modo y lugar en donde se habría hecho esa entrega. Al otro día, Roberto Prieto y su amigo Andrés Giraldo –seguramente ante la posibilidad de que todo ello haya quedado grabado en una cámara del hotel– tuvieron que salir a reconocer que el lugar existe, que la reunión sí se dio, pero que era para pedir un favor de un acueducto y no para entregar una plata.

Vicky Dávila reveló en su programa de La W el viernes que, según Bula, la persona que le cuadró la reunión con Giraldo, el íntimo amigo de Prieto, fue el entonces presidente de Odebrecht, Antonio Martorelli. Él le dio el teléfono de Giraldo para que lo contactara y le entregara el millón de dólares para Prieto en dos contados, y en dos reuniones.

Sobre la primera de ellas, ya Prieto y Giraldo aceptaron que reunión sí hubo, aunque difieran en el propósito. Sobre la segunda reunión, Giraldo tiene “una laguna”. A ‘Semana’ le dijo: “No me acuerdo de una segunda reunión. Pero si la hubo, era para entregarme el famoso proyecto del acueducto”. A Blu Radio le dijo: “Sé que luego él me dio unos papeles sobre ese supuesto acueducto de Honda”. Es un indicio fuerte de que Giraldo miente; de que aunque no la recuerde, sí hubo una segunda reunión, con lo que las versiones de Bula vuelven a cuadrar. Al igual que mintió sobre la persona que le cuadró la cita con Bula en el hotel, que no fue “un amigo hijo de un exvicepresidente de Bancafé”, como inicialmente se lo dijo a los medios, sino ni más ni menos que el entonces presidente de Odebrecht Colombia, señor Martorelli.

Lo que sí no comparto con el valiente fiscal Martínez es que el investigador natural de este caso sea el Consejo Nacional Electoral. Su función llegará solo hasta abrir los libros de campaña y mirar que cuadren las cuentas de la plata que entró sobre la mesa. Y claro que cuadrarán. Pero aquí estamos averiguando es por la plata que entró debajo de la mesa.

La Fiscalía no puede abandonar esta investigación tirada en el Consejo Electoral, donde morirá. Porque aquí ya hay un clarísimo caso de lavado de activos de un dinero que “se monetizó”; es decir que entró a Colombia del exterior sin ser declarado oficialmente. Podría haber enriquecimiento ilícito. Podría haber falsedad documental por omisión de recursos. Podría haber fraude procesal, porque en caso de volarse los topes, una campaña no puede cobrar la plata de reposición del Estado. Y podría haber cohecho.

¿Por qué siento que esta película ya la vi? Porque decir que la reunión convocada por Bula con Giraldo no era para entregar un soborno, sino para pedir el favor de un acueducto, es equivalente a las primeras mentiras que sacaban los parlamentarios en la época del 8.000. Que esa plata que les había entrado no venía del narcotráfico, sino de la venta de un cuadro o de un tapete de la casa.

Nunca en Colombia se han vendido ni se venderán más cuadros ni más tapetes en vísperas de unas elecciones. Lo mismo que aquí: nunca había existido un acueducto tan apetecido. Ni el alcalde de un pueblo muerto de sed hace tanta vuelta en un hotel de Bogotá.

Entre tanto… Una de cuatro. O Bula se robó la plata. O se la robó Giraldo. O se la robó Prieto. O fue utilizada para pagar compromisos de la campaña.

ODEBRECHT

Rudolf Hommes

Es necesario reformar el sistema político y reducir radicalmente la corrupción.

Desde hace algún tiempo, los analistas de la situación económica y política de Colombia han mostrado preocupación por la organización política del país, que por estar basada en clientelismo y corrupción es cada vez menos viable y posiblemente el mayor obstáculo que queda en pie tanto para el crecimiento económico como para el desarrollo social y democrático del país, una vez se consolide la pacificación del país.

Entre 1960 y 2015, el crecimiento del PIB corriente por habitante de Colombia fue inferior al de Chile, Costa Rica, Ecuador, Panamá y Perú. Y el PIB de Colombia, medido en términos de paridad de poder adquisitivo, creció entre 1990 y 2015 significativamente menos que el de Chile, Panamá, Perú y Costa Rica.

Poco antes de conocerse los pagos ilegales de Odebrecht al exviceministro de Transporte, no se sabía qué hacer para motivar a la opinión pública para que respaldara e hiciera viable la reforma del sistema político con el fin de contener la corrupción. Se creía necesario llegar a un punto en el que no quedara duda de la inconveniencia de continuar con la organización política existente. Estábamos lejos de sospechar que unas pocas semanas más tarde el país estaría inmerso precisamente en esa situación, a causa de las revelaciones sobre la política de sobornos de Odebrecht.

Lo que se conoce hasta ahora no deja duda de que el sistema político colombiano y el sistema de contratación de obras y servicios del Estado han estado a disposición del mayor postor, y que esto es inherente a la organización política. Desde los escándalos del proceso 8.000, oportunidad que se desaprovechó para haber reformado y limpiado el sistema, esto no había sido tan evidente como ahora con el caso Odebrecht.

Esta compañía decidió, como política comercial, comprar a todo el mundo para quedarse con la parte del león del proyecto de inversión en infraestructura y encontró en el Estado colombiano y el sistema político la mayor receptividad para conseguir este objetivo.

El problema es que ahora se emprendan, como ya está sucediendo, una frenética cacería de brujas y una competencia entre los jueces y los medios por la atención del público, y se deje pasar otra vez la oportunidad de reformar el sistema político y reducir radicalmente la corrupción. Si no se organizan un esfuerzo serio y un proyecto político para canalizar este interés y aprovechar la indignación pública para emprender una necesaria reforma, todo esto va a concluir en que se sacrifican unos pocos chivos expiatorios, se destruyen reputaciones, justa o injustamente, y todo seguirá igual.

En ese caso, no solamente se desperdicia la oportunidad, sino que los excesos que usualmente acompañan a las cacerías de brujas en las que jueces y periodistas salen a perseguir presuntos culpables como perros rabiosos pueden ocasionar cuantiosas pérdidas económicas, si no se controlan y no se apaciguan los espíritus revanchistas que habitan tanto en el sector judicial como en el de los medios de comunicación. La Fiscalía y las demás entidades de control deben proceder con todo rigor a llevar a cabo sus investigaciones lo más rápidamente posible, pero con mucha responsabilidad y prudencia, sobre todo en sus comunicaciones, porque está en juego el programa de obras públicas más ambicioso que se ha emprendido para dotar al país de la infraestructura que necesita y la estabilidad del sistema bancario. El peligro es que, obnubilados por la figuración y la engañosa sensación de poder que se deriva de estar a cargo de una purga, los jueces, procuradores, contralores, fiscales y periodistas decidan optar por el sensacionalismo, satisfacer la sed de sangre y sacrificar la ecuanimidad o la sensatez, perdiendo de vista las consecuencias de sus decisiones.

POLITICA

EL ESPECTADOR
EL “OUTSIDER”

Felipe Zuleta Lleras

Confieso que me aburre mucho escribir sobre el tema de la corrupción porque, por más que se diga, las cosas no van a cambiar como deberían. Ese cáncer, que se lleva 40 billones de pesos al año, no podrá ser extirpado con paños de agua tibia. No es un tema de expedir nuevas leyes ni de endurecer las penas, pues está claro que esto no disuade a los pícaros de meter la mano al bolsillo de los colombianos. ¡Sí, a usted!

Desde que tengo uso de razón estoy oyendo hablar de corrupción, he visto más de 10 gobiernos dizque combatiéndola, a los congresos expidiendo leyes y a los jueces dictando dizque sentencias durísimas. Y ¿qué ha pasado? Absolutamente nada, porque los corruptos se mueren de la risa ya que saben dos cosas de antemano: 1) que las probabilidades de que los agarren son pocas, y 2) si los cogen negocian con la Fiscalía, y después obtienen unas penas irrisorias que les permiten salir a los pocos años a disfrutar sus inmensas fortunas.

¡Ah! No olvide usted que, además, en una gran cantidad de casos les dan privilegios carcelarios, es decir, prisiones con pabellones especiales o sitios de reclusión especial, como cuarteles de Policía o su propia casa. Como se dice popularmente, robar es un buen negocio.

Este tema de la corrupción, sin lugar a dudas, será el tema de la campaña presidencial que se aproxima. Firmada la paz con las Farc, el asunto con el que se tratarán de ganar los votos los candidatos es este. Difícil para quienes han estado históricamente haciendo política, pues les va a costar mucho trabajo convencer a los ciudadanos de que ellos no son corruptos (así no lo sean). O peor aún, les costará mucho más cada uno de los votos que compran, cosa que hacen en todas las elecciones y sin ruborizarse.

Por eso me atrevo a pronosticar que el próximo presidente en el 2018 podría ser un outsider, es decir, alguien que no ha hecho política por mucho tiempo y cuenta con credibilidad entre la gente. No voy a mencionar nombres, pero las cosas en varios países han agarrado para ese lado. Para la muestra ver al señor Trump en la Presidencia de los Estados Unidos.

Eso del outsider no siempre sale bien, pues llegan a los gobiernos a improvisar, ya que desconocen el manejo de la cosa pública. Acá ya ha pasado a nivel departamental y local y en una gran mayoría de los casos ha sido un total desastre.

Esta, como todas las advertencias, quedará en el vacío, pero no por eso hay que dejar de hacerlas. Así pues, alistémonos para tener posiblemente en la Presidencia de la República a una persona que llegará a improvisar y a hacer más estupideces que las que han hecho los demás.

Notícula. Reprochable, censurable y repugnante la posición de la Arquidiócesis de Cali al decir que la culpa de que a los niños los abusen es de los padres, frente a la condena de un cura pederasta. Horripilante, por decir lo menos. Pero eso explica las razones por las cuales la Iglesia católica ha perdido tantos seguidores. Dios perdone a monseñor Monsalve, arzobispo de Cali.

PAISAJE SABANERO

Lorenzo Madrigal

Allí no más, en la vecindad, en la finca que debió ser un hato grande en la época del general Santander, a quien se la obsequió la revolución libertadora tras arrebatársela a un clérigo de Cajicá, estuvo reunido el alto gobierno con el sector político más suyo, dentro de la diversidad que lo apoya, para confabular un acuerdo con los demás sectores hacia una candidatura única oficial.

Y démosles un vistazo a los posibles: Humberto de la Calle, no tan bien ranqueado, el hombre casi Nobel de los acuerdos de La Habana, no era invitado en Hato Grande, pero era seguro que se hablaría de él. Sería sin duda el abanderado de los acuerdos de paz, que son de tracto sucesivo, o sea, debe continuarlos alguien de confianza de los firmantes del Teatro Colón. Aunque algunos lo aceptarán con desgano.

En el liberalismo quedará por puertas Juan Manuel Galán, aún muy joven para una candidatura y en la U, Roy Barreras, hombre clave de los conversatorios, porque ese es su fuerte, pero esa misma su debilidad.

En Cambio Radical, diría que con un pie por fuera del Gobierno, está quien frecuentemente encabeza encuestas, el señor de las viviendas y las estructuras, don Germán Vargas Lleras. Más pronto que tarde quedará rodando suelto, herido no ya por los vulgares ataques de los vecinos, sino por la malquerencia de la señora canciller y en últimas del expresidente del Congreso, don Luis Fernando Velasco. Pienso que, una vez separado del Gobierno, a Vargas se le unirá el uribismo, si éste es consciente de que le echaron al piso sus tres precandidatos, de la sutil manera como venía manejando el oficialismo el caso Odebrecht hasta que se le vino encima, bajo el efecto bumerán.

Al parecer uno de los debates que surgieron bajo la arboleda de Hato Grande fue, entre hojas secas, el relativo a si se debería someter a consulta el candidato oficial con inclusión del réprobo de Vargas Lleras. La consulta sin embargo no tiene eco en este personaje ni en el más obvio candidato, De la Calle, quien cansado y sin gafas —rarísimo— no piensa luchar por el triunfo en una desgastadora consulta interna.

Y para seguir hablando de candidaturas, ya no oficiales, por supuesto, la de Claudia López, en medio de gritos, puede alcanzar algún peldaño y uno tras otro. La corrupción es tema y en ella no es nuevo, ahora con la ayuda del tal Odebrecht, que tiene en ascuas a la Casa de Nariño, mientras se encuentra por dónde se les coló esa humedad.

Para quienes nos enamora el pasado, es lástima que los noticieros no presentaran imágenes cercanas de la señorial casona de Hato Grande; tal vez se tuvo a la reportería y a los autos de los invitados por fuera del espacio interior, de la que es hoy una casa quinta con garitas, demasiado próxima a la vía principal.

SEMANA
EL CUARTO HUEVITO

Antonio Caballero
Su fuerza aumentará cuando pueda empezar a despacharse contra el proceso de paz, con la ayuda de su hombre, el saboteador fiscal Néstor Humberto Martínez.

Como un aperitivo de lo que será nuestro pan cotidiano en los meses que vienen la empresa encuestadora Datexco publica un sondeo de opinión sobre candidatos presidenciales. Los escogidos son 14, entre las varias docenas que se presentan por su propia cuenta: ministros, gobernadores, embajadores, senadores, pastores de Iglesia, locutores de radio. Once hombres y tres mujeres: y no entiendo por qué no fueron incluidas en el elenco otras dos. Clara López, que hace tres años logró cerca de 2 millones de votos, y Viviane Morales, que sin duda arrastraría muchos de los dóciles y disciplinados feligreses de las Iglesias cristianas.

En el orden de las preferencias hay sorpresas. Encabeza la lista, con casi 13 puntos, el exalcalde de Bogotá Gustavo Petro, que salió de su gobierno tan con el rabo entre las patas que hace un año apenas logró en la ciudad votos bastantes para raspar un puesto en el Concejo. Humberto de la Calle, el negociador del acuerdo de paz con las Farc, el “si no es De la Calle ¿quién?” del presidente Santos y su Unidad Nacional mayoritaria en el Congreso, va en un lejano séptimo lugar, con menos de cinco puntos. De últimos en la cola, con solo medio punto o aún menos, dos de los huevitos uribistas, el favorito Iván Duque y el traqueado Carlos Holmes Trujillo. Y el otro, el excandidato Óscar Iván Zuluaga, queda de cuarto, con un puntaje inferior a ocho, insignificante para alguien que hace cuatro años casi gana las elecciones.

Ese orden va a cambiar muchas veces en los meses que vienen, por supuesto. Pero el resultado más curioso de la encuesta es el del vicepresidente Germán Vargas Lleras, que se descuelga hasta el tercer lugar, dos puntos y medio por debajo del exalcalde de Medellín Sergio Fajardo y casi tres detrás de Petro. Y eso a pesar de que de todos los concurrentes es el que más ventajas ha tenido: la de llevar en abierta aunque extraoficial campaña ocho años, si no 12; la de haber tenido en los últimos cuatro el privilegio de disponer el gasto del vasto presupuesto de la vivienda regalada y las obras públicas; y la de poderse presentar, pese a haber sido su vicepresidente, como lo contrario de Juan Manuel Santos: tal vez el gobernante con menos respaldo popular de nuestra historia.

Y, de pasada, es increíble que así sea. Porque Santos ha sido un presidente elegido primero y reelegido después por las dos mitades opuestas del electorado colombiano. Primero por la derecha y luego por la izquierda, y en los dos casos a regañadientes de ambas. Por la derecha, con los votos que le dio Álvaro Uribe al ungirlo como su sucesor al haber perdido la opción de Andrés Felipe Arias, el llamado “Uribito”, su discípulo amado: el mismo que lo había puesto en guardia contra los traicioneros Judas de la oligarquía bogotana. Y por la izquierda, con los votos contra el regreso de Uribe por interpuesta persona, la de Zuluaga, que implicaba la frustración del proceso de paz con las Farc; y a pesar de que ya Santos había decepcionado a esos votantes con su pachorra en la aplicación de sus iniciativas “revolucionarias”: la restitución de tierras y la reparación de víctimas. Pero lo sostenía el hilo frágil de la paz.

Justamente por las razones por las que Santos no gusta, sí gusta Vargas. A la gente, o, más exactamente, a la mitad de la gente, le gusta la mano dura. Vean, como caso extremo, al feroz y popular presidente filipino, Rodrigo Duterte, que personalmente mata a los delincuentes y a los drogadictos. Vean a Vladimir Putin, que manda sin contemplaciones en Rusia. Vean la elección de Donald Trump, a quien la mitad de los votantes norteamericanos le premiaron sus anuncios casi caricaturescos de uso de la fuerza: la tortura para los enemigos, las bombas para “volver mierda” el califato islámico, el muro para mantener a raya a los mexicanos, las manos libres para la Policía. A la gente –por lo menos a la mitad de la gente– le gustan los “hombres fuertes”, sean de derecha o de izquierda: Uribe o Hugo Chávez. Por eso en Colombia gusta Germán Vargas: sus gritos y sus coscorrones, su violencia verbal, su mala educación, su grosería. No son pruebas fehacientes de que sea lo que en política se llama un “hombre fuerte”, pero hacen que lo parezca: que parezca ser lo contrario de Santos.

Esa es su fuerza. Que aumentará en unas semanas cuando, habiendo renunciado a su cargo de vicepresidente, pueda empezar a despacharse en serio contra el proceso de paz, con la invaluable ayuda de su hombre en la Fiscalía, el saboteador fiscal Néstor Humberto Martínez. Contra el “castro-chavismo”, ampliando sus apenas iniciadas pullas al gobierno venezolano. Y, naturalmente, contra Juan Manuel Santos. Todavía tiene Vargas mucho espacio para crecer en las encuestas, en el vacío que están dejando abierto los tres huevitos del uribismo. Él es el cuarto.

Y Santos no tendrá ni siquiera la autoridad moral para quejarse de su traición.

EL COLOMBIANO
VARGAS LLERAS Y EL FISCAL, LOS MUY COLOMBIANOS

Carlos Alberto Giraldo Monsalve
Al vicepresidente de Colombia, ducho en darles coscorrones a sus escoltas, también se le reconocen sus reflejos naturales, muy automáticos, para salir, tan pronto como puede, a desmarcarse del gobierno de Juan Manuel Santos, cada que los toros pican por el callejón.

Ahora que la campaña presidencial de 2014 de su jefe comienza a hundirse en las mezclas del escándalo Odebrecht, Vargas Lleras corre a ponerse a salvo: “En mi condición de candidato a la Vicepresidencia de la República, nunca intervine, ni directa ni indirectamente, en el manejo de tesorería ni en la financiación de la campaña (...) Respaldo de manera frontal las acciones que adelantan la Fiscalía General de la Nación y los organismos de control, tanto nacionales como internacionales, para esclarecer y castigar, con total firmeza y todo el peso de la Ley, los muy lamentables hechos”.

Esa calificación que emplea al final (“lamentables hechos”) debe resultar por lo menos repulsiva para los santistas. Apenas en el inicio de las investigaciones, el Vice les da unos “calvazos” a sus pares en el alto gobierno.

Hay dos expresiones que resumen cierta esencia colombiana que sale a flote cuando el barco amenaza con naufragar: el “sacaculismo” y el “culiprontismo”. Hacerles el quite a las tareas o a los problemas y salir a cacarear lo que nadie ha preguntado o lo que aún está sin confirmar.

Pero Vargas Lleras, que se está jugando su carrera desbocada y a codazos por la Presidencia de la República, no respeta ningún embargo ni favor político y se apresura a sacarle el cuerpo al soplete de Odebrecht. Se raja fácil este gallito con tanta espuela para provocar venezolanos.

Mientras tanto, el fiscal Néstor Humberto Martínez, que es su gran amigo, se lava las manos, como diría el poeta Gonzalo Arango, con “jabón pilatos”. Lanza la piedra que rompe los vidrios de la credibilidad de Palacio y al día siguiente modera y deja el asunto en manos del Consejo Nacional Electoral, cuando sabe que es la Fiscalía la que tiene la experticia forense e investigativa para establecer cuánto, por qué vías y a qué personajes en el país les inyectó Odebrecht su marmaja.

Hace solo dos semanas observaba la omnipotencia que, en las coyunturas políticas actuales, está ganando la Fiscalía de Martínez Neira que hoy tiene “en sus manos” al Gobierno y a los opositores del Centro Democrático. Mientras que, escondido en el umbral y el quicio, Vargas Lleras, tan colombiano como el fiscal, calcula cómo esquivar la embestida de Odebrecht y la estampida de tantos políticos corruptos que tenemos y de los que él reniega.

COLOMBIA
EL ESPECTADOR
EL BARCO HACE AGUA

Darío Acevedo Carmona

Me refiero, por supuesto, al Gobierno de este bello y alegre país. Algún día tenía que llegar la hora en que el buque, con su casco agrietado, agujereado, carcomido por el óxido, la carroña y sobrecargado de ratas y pestilencias empezara a hundirse sin remedio.

En una situación de profunda crisis moral de buena parte de la clase gobernante tiene precisa aplicación el principio de Murphy según el cual "todo lo que pueda salir mal, saldrá peor". Y en Colombia a ese punto hemos llegado aunque, sesudos sociólogos y virtuosos columnistas impolutos interpreten en hondas cavilaciones que la que anda mal es la sociedad, que lo que da vergüenza es este pueblo del cual abjuraron el 2 de octubre cuando la mayoría, “insignificante”, decían, rechazó la paz entreguista del Gobierno que han defendido a rabiar

Hay que abrir bien los ojos para ver y entender que la inmundicia y el hedor tenían que aparecer después de tantas arbitrariedades, trampas, estafas, artimañas y mentiras dichas y cometidas que convirtieron el país y a su pueblo en rey de burlas.

Y es que, como dicen los abuelos “lo que mal empieza mal termina”, con el agravante de que los perjudicados somos la inmensa mayoría que vivimos del trabajo honrado, que aún creemos en la ley como virtud máxima y elemental premisa de toda convivencia.

Ayer el país avizoraba recuperación, confianza, seguridad, esperanza, y en cosa de pocos años tenemos la patria girando no alrededor de su Constitución sino del intragable Acuerdo de La Habana. ¿Puro pesimismo? Juzgue Usted amable lector:

Todo empezó con la trampa que le tendió Juan Manuel Santos al uribismo y al expresidente Uribe con quienes se había comprometido a continuar sus exitosas políticas. En ninguna democracia seria es admisible que se gane el gobierno con un programa y se aplique el de los derrotados.

El paso siguiente consistió en reversar el camino, declarar mejores amigos a los agresores, iniciar negociaciones de paz sin exigirles a guerrillas deshumanizadas el cese de sus acciones terroristas, prometer que no se discutiría la Agenda nacional, que habría cárcel para responsables de delitos atroces, que no se tocaría la Constitución, ni el estatus de las Fuerzas Armadas, etc. Todo ello fue tapado con tierra, cascajo y cemento.

En nombre de la paz, el país fue dividido en dos mitades, sus instituciones deformadas y desnaturalizadas, su Constitución violada, eliminada la separación de poderes, anulados los órganos de control, apaleada la Justicia, pisoteada la voluntad popular.

En nombre de la paz, convertida en principio supremo, este Gobierno concentró todos los poderes, se dotó, con la aquiescencia de las mayorías del Congreso y el visto bueno de la guardiana de la Constitución, de poderes absolutos para implementar los acuerdos con las FARC con los cuales podrá hacer y deshacer a su amaño porque el pacto con las FARC contempla todos los temas y asuntos de la sociedad.

¿Cómo es que hemos llegado a esta indeseable situación? ¿Será que nos gobierna un portento de líder, inmaculado, visionario, convincente y lleno de sabiduría? ¿Cómo, vale preguntar, si es todo lo contrario de lo dicho, ha deshecho un país promisorio hasta llevarlo a su perdición? haciendo honor a aquello de que “quien la hace a la entrada la hace a la salida”. Porque hay que reconocer, un desastre de esta magnitud no se logra en solitario y sin el apoyo de otros poderes.

El líder del desastre es un virtuoso para engañar, hacer trampas, picardías, jugar a las cartas y es conocedor de las debilidades del bolsillo de quienes lo rodean. Sí, con eso que su exministro de Hacienda llamó la MERMELADA, que no es otra cosa que el erario público usado para asegurar la gobernabilidad, el habilísimo capitán del barco embadurnó a todos los poderes y a todos los poderosos. Alcanzó hasta para el nobel de paz. Esa mermelada tuvo ingredientes podridos, como el Odrebecht, según nos dijo en primera instancia el Fiscal antes de ser llamado al orden.

Si el poder absoluto corrompe absolutamente todo, en nuestro caso ese principio fue ejercido hasta límites innombrables por quien se creyó invulnerable y pensó que podía, indefinidamente, “hacer lo que se le dé la gana”, por ejemplo, ganando la reelección con montajes hakerianos y gastando millonadas no declaradas en publicidad con dineros turbios de una multinacional corrompida hasta los tuétanos.

Ese poder absoluto que no admite la intervención de la Procuraduría ni la del Fiscal ni la de ninguna otra instancia, está instalado y ha hecho, como cáncer terminal, metástasis, amenazando a toda la sociedad con sus desastres.

Mientras el capitán, con desparpajo acusa del naufragio a quienes lo critican, pide a estribor una lancha salvavidas para él y su familia por si acaso, pues no sabe si podrá repetir la “gloriosa e inmarcesible” proclama del famoso elefante que gritó “¡aquí estoy y aquí me quedo, huepajé!”.

ABJURANDO EL CHAUVINISMO, PERO…

Mauricio Botero Caicedo
El chauvinismo o patriotismo exagerado, que viene del apellido del francés Nicolás Chauvin, es, según la enciclopedia, la creencia narcisista, próxima a la paranoia y la mitomanía, de que lo propio del país o región al que uno pertenece es lo mejor en cualquier aspecto. En esencia son argumentos falsos que sirven para persuadir a la población (o a un grupo determinado de personas) mediante la utilización de sentimientos, muchos de ellos exacerbados, en vez de promover la razón y la racionalidad. Se utiliza generalmente por parte de políticos y medios de comunicación para condicionar la formación de expectativas. En estas épocas en que el populismo está sacando a relucir sus fauces, trátese de Trump en EE. UU, Podemos en España o Le Pen en Francia, resurge el chauvinismo, porque una de las principales características del populismo es el nacionalismo o “soberanismo”.

El autor de esta nota se declara enemigo acérrimo del chauvinismo. Es más, en varios artículos he puesto en evidencia que Colombia tiene una de las políticas de inmigración más torpes, miopes y cortoplacistas del mundo. Sin embargo, al país en ocasiones se le va la mano en abrirse de piernas con lo foráneo, abjurando en ocasiones la soberanía y entregando la potestad de los colombianos de decidir sobre su futuro. Es oportuno señalar algunos de estos casos:

-En la inmensa mayoría de los países, a las ONG extranjeras, especialmente aquellas que tienen fines políticos, se les limita su radio de acción. En Colombia, por el contrario, a ONG como Oxfam se les permite demandar ante la Corte e ir al Congreso para abogar por la creación o abolición de leyes que les convienen a ellas, pero que incumben exclusivamente a los colombianos.

-El país ha adoptado una equivocada política de copiar, con poco criterio y aún menos discriminación, los marcos legales y regulatorios de la OCDE. Ese copy & paste lo que ha logrado es entorpecer la actividad productiva y ayudar a la multiplicación de una burocracia parasitaria para aplicar una plétora de nuevas regulaciones. Simultáneamente, las diferentes y múltiples superintendencias son incapaces de controlar las libranzas y las fiduciarias anexas, auténticas orquestas para delinquir que han montado unos pícaros para engañar a medio país mientras los burócratas se dedican a traducir leyes foráneas.

-Una guerrillera holandesa, Tanja Nijmeijer, que no tiene nacionalidad colombiana —y que, según ella, tampoco la ha solicitado o se la han ofrecido—, se pasea oronda y lironda a lo largo del país haciendo afirmaciones disparatadas. Según ella, “soy guerrillera internacionalista de las Farc-ep y, como tal, voy a estar en la ZVTN durante 180 días, para ayudar en el proceso de reincorporación de las y los guerrilleros de las Farc-ep”. El sepulcral silencio del Ministerio sobre esta holandesa lo deja a uno atónito.

-El Acuerdo de Paz firmado tiene el carácter de tratado internacional y obliga al Estado a responder por los compromisos y obligaciones que adquiere ante instancias internacionales. En un abandono total de la soberanía, el Estado no sólo deja en manos de extranjeros la composición del Tribunal Especial para la Paz, sino que se coloca en la deplorable situación de negociar directamente con el abogado comunista español a sueldo de Noruega, Enrique Santiago, quien decide quién entra o no entra en la Jurisdicción Especial para la Paz.

DIOS NO EXISTE Y DE LA PATRIA QUEDA POCO

Tatiana Acevedo

Hace un par de años Andrés Acosta, un hombre de mi misma edad al que todavía no conozco personalmente, compartió conmigo su manuscrito “Detrás de la placa”. El libro, que está dividido entre cinco municipios en los que Acosta trabajó como patrullero y luego subteniente de la Policía, no es compendio de intrigas ni narración periodística, sino más bien un relato sereno de su historia. Desde el principio de mi lectura lo sentí cercano, como a un primo hermano, llegando del INEM de Villavicencio con morral de manos libres. O buscando trabajo con la hoja de vida en carpeta. Su caminata por la orilla de la calle con más sombra, al medio día hirviendo de las ciudades colombianas con río. Cantos de pechiamarillos, nos explica, amenizaban la búsqueda larga que no funcionó.

Sus abuelos paternos habían hecho plata con una bomba de gasolina en la antigua vía al llano. Después de feriarse la herencia, el padre se fue y quedaron sus hermanos y él bajo la impresionante capacidad de trabajo de la mamá. “Me tocó una familia de las que cuentan que tuvieron modos pero ahora son pobres”, dice antes de describir cómo la entrada a la Policía fue iniciativa materna. Después todo fue rápido: la visita residencial en la que la mamá recibió a los policías con jugo, el entrenamiento exprés como parte del Plan 10.000 del entonces presidente Uribe. El mentado plan redujo el curso de patrullero de 12 a seis meses con el fin de incorporar 10.000 nuevos policías rasos en un año. Por lo cortico aprendió poco. A marchar; gritar respuestas; temer a los superiores; disparar en polígono, templar en sus cuatro esquinas las sábanas de la cama.

Tras su graduación fue enviado a Soacha. Y es, quizás, en la descripción de ese municipio que el libro es más generoso. Acosta lo describe desde su entrada a la autopista sur: “Vía de trancón eterno, polvorienta debido al lodo que baja de las lomas en los días de lluvia; arenosa por el ir y venir de las volquetas que se usan en las canteras”. Soacha con una frontera enredada por “un cerco montañoso, pero no cubierto con árboles frondosos y reservas naturales, sino con basura y perros callejeros”. Y otra sembrada con “las flores violetas de la papa” y los cultivos de uchuva y arveja que “colgaban como marionetas en medio de una telaraña de piolas que las sujetaban”. Soacha desmantelada entre canteras sin licencia que “se iban comiendo las montañas”; cargamentos de pino o eucaliptos; fábricas de pólvora; de discos; de películas piratas y de bazuco al por mayor y detal. Para enfrentar el conflicto que desde el país se metía a los barrios, la Policía organizó cuadrillas con nombres de pájaros: cóndores, halcones, águilas.

Del libro aprendí sobre movilidad social y sobre el país. Curso detrás de curso, su protagonista agarra con hambre todas las oportunidades de aprender más. Podía ascender, pero no tanto, pues la institución está partida en unos quiebres pronunciados que se alimentan de (y a la vez les echan carbón) a las grandotas diferencias entre nosotros.

En la década narrada, Acosta es testigo de las pirámides de Murcia, los falsos positivos, el Plan Colombia, el Plan Pistola y la desmovilización paramilitar. En los patrullajes acaba por perder su fe en dios. También su fe en la patria. Una tarde, después de ver que no se hizo nada por encontrar al asesino del vendedor de pescado del barrio Ducales de Soacha (ni por esclarecer la muerte de ningún pobre) concluye la lección: “todo iba desde arriba hacia abajo. El Congreso hacía leyes útiles o inútiles, los magistrados y jueces las aplicaban justa o injustamente. Los fiscales investigaban legal o ilegalmente, y los policías procedíamos correcta o arbitrariamente”.

Ñapa: Detrás de la Placa, publicado por la Editorial Cain Press, será lanzado en la próxima Feria del Libro de Bogotá.

PAZ
EL ESPECTADOR

VIEJOS Y “NUEVOS RELATOS” DE COLOMBIA

Daniel Mera Villamizar
En lo esencial,  los “nuevos” son desarrollos de los “viejos” que describió Posada Carbó: de la violencia vs de tradición civilista.    

Le decía el antropólogo Fabián Sanabria al psiquiatra y psicoanalista francés Boris Cyrulnik en el Hay Festival que“Colombia está embarcada en esa aventura  (de nuevos relatos)… Pero, ¿qué decir de un país que le apuesta a la paz, y en una consulta democrática gana el ‘no’ por esa apuesta? ”. El invitado no respondió directamente o al menos no supimos en la versión de la conversación publicada en El Tiempo, pero la pregunta refleja la perplejidad de muchos intelectuales con lo que aconteció. 

Quisiera ayudar, en primer lugar, a matizar la noción de “nuevo relato” de país. Estos son, necesariamente, giros, adecuaciones o desarrollos de concepciones previas al calor del momento histórico. Para el caso, es posible mostrar que por más que se re-invente la historia en el sentido de retomar hechos (Sanabria), las “narrativas” principales contrapuestas en torno al acuerdo de paz de 2016 son tributarias de las dos visiones históricas de Colombia que Eduardo Posada Carbó profundizó en La nación soñada (Norma, 2006). Malcolm Deas y Fernando Gaitán Daza abrieron esta reflexión con Dos ensayos especulativos sobre la violencia en Colombia (DNP, 1995).

La primera visión es la que Posada se propuso controvertir: “el arraigado estereotipo que identifica nuestra nación solo con la guerra y la violencia”. La segunda visión es la que él elaboró, la de una nación civilista, a partir de la reivindicación de las tradiciones liberales y democráticas del país. Aunque Posada discutió agudamente que “la guerra haya sido entre nosotros la cosa más auténticamente nacional”, esta lectura sigue siendo ampliamente dominante entre los “creadores de opinión”. 

La tradición intelectual que otorga centralidad a la violencia en la configuración de la nacionalidad cree que al finalizar una “guerra” de 50 años lo nuevo que sigue es la “reconciliación”, porque si la violencia política es tan central en nuestra historia la sociedad entera ha debido estar involucrada. De ahí a hablar de “guerra civil” hay un paso, que por cierto Sergio Jaramillo no da en Colombia, pero sí en el exterior. Sin embargo, ¿con qué se encuentra este relato de Colombia? Con un inesperado No y una polarización por los términos del acuerdo de paz con las Farc. 

En cambio, el resultado del plebiscito y la división  de la opinión se explican mejor desde la visión o relato civilista de nuestra nacionalidad. En primer lugar, los rebeldes armados no lograron la representación de una parte considerable de la población, es decir, la violencia y la guerra más que “la cosa más auténticamente nacional”, han sido una imposición a la sociedad. Por eso no estamos en modo festivo o esperanzado de reconciliación, sino simplemente viendo en televisión la última marcha de las Farc, esperando con impaciencia que entreguen las armas. No hay admiración del “guerrero subversivo”; muy pocos piensan que esta guerra era necesaria. Y eso, con todo respeto, me parece “más auténticamente nacional”. 

La pregunta que harán los aludidos es: “si se reclaman herederos de la tradición civilista de nuestra historia, ¿por qué querían más guerra?”. Aparentemente, difícil de responder. El carácter civilista propugna por resolver los conflictos en el marco de las instituciones democráticas, y solamente acude a la fuerza legítima para contener los intentos de imponer por las armas aquello que debe decidirse entre ciudadanos desarmados y de acuerdo con reglas previamente establecidas. Si no se usara la fuerza legítima, el carácter civilista de la nación dejaría de existir.  

Entonces, no se trata de “querer más guerra”, sino de evitar pagar “cualquier precio” —en principios, valores e ideas— por los recursos, las vidas  y el dolor que se ahorrarán con la negociación política. Si no estuviéramos de acuerdo con esto, sobraría la mesa con el ELN. Simplemente habría que decirles sí a todo.

Ahora, los del No rechazamos un acuerdo específico de paz, no la fórmula de la negociación política, porque tampoco queremos pagar “cualquier precio” —en recursos, vidas y dolor— por la preservación de los principios, valores e ideas de la sociedad. Esta complejidad ética y moral escapa a los irreflexivos del Sí, que creen estar fundando un  “nuevo relato” de Colombia, cuando solo están prolongando el viejo relato nacional que da legitimidad a la violencia política, como si la guerra fuera un suceso natural. 
POSTAL DEL POSCONFLICTO

Nicolás Rodriguez
Según el general Hugo Ruíz, la información sobre la presencia de grupos armados ligados al paramilitarismo en las veredas aledañas a La Gabarra, en Norte de Santander, fue proporcionada por las propias Farc. “Allá no hay nadie”, explicó sin inmutarse el encargado de la seguridad. Los desplazamientos de familias ubicadas en las veredas Bella Vista y Caño Tomás, en este desorden de ideas, vendrían a ser enteramente gratuitas. Así como las denuncias de los indígenas de la Comunidad Bari acerca de los hombres armados que merodean sus territorios.

Los líderes campesinos que interrumpieron la caravana que llevaba a la guerrilla de las Farc hacia una de sus zonas de concentración están en desacuerdo. Exigieron algún tipo de acompañamiento estatal que les asegure que los grupos armados identificados como Águilas Negras serán removidos de la vereda de Las Timbas. Y no solo al general Ruiz le quieren llevar la contraria.

Está en juego lo que representa para esta región el Estado colombiano y su histórica permisividad con el paramilitarismo. “Que no se vuelva a repetir lo de 1999”: esas fueron las palabras de una de las líderes presentes en el plantón. Se refería a las masacres efectuadas por los paramilitares de los hermanos Castaño tras su ingreso al Catatumbo.

Como en tantas historias paralelas, 1999 fue el año en que la AUC viajan desde el sur de Córdoba hasta el Catatumbo en camiones repletos de hombres armados que en ningún momento fueron atacados por los retenes del Ejército. Si un año antes más de 200 personas fueron desplazadas de Tibú, en 1999 más de 5.000 personas se vieron obligadas a dejar sus casas ante la violencia desatada por el Bloque Catatumbo en su lucha contra las Farc por el control de la coca.

El general se equivoca: “allá” sí hay “alguien”. No solo merodean grupos armados a la espera de la desmovilización total de la guerrilla, sino que sobrevive la memoria del conflicto.

GUERREROS Y CAMPESINOS DESPUÉS DE LA GUERRA

Alejandro Reyes Posada

En un libro publicado por Norma en 2009 y reeditado por Planeta el año pasado, titulado Guerreros y Campesinos, despojo y restitución de tierras en Colombia, presento una visión sobre los grandes conflictos por la apropiación del territorio en las grandes regiones del país, sus relaciones con las estrategias de las guerrillas y los grupos paramilitares, la incidencia del narcotráfico en el conflicto armado, el despojo masivo por paramilitares en los departamentos y el proceso de restitución de tierras y viviendas urbanas agenciado por el gobierno Santos.

No es posible entender la guerra interna colombiana sin hacer referencia a los problemas de la tierra y el territorio, pues toda guerra se define por el control territorial de los adversarios. Al tomar consciencia de los lugares donde ocurrieron los hechos se puede ver cuáles comunidades sufrieron los estragos crónicos de la violencia y cómo se pueden reconstruir la confianza y la reciprocidad, que son los cimientos de la convivencia pacífica. Esos estragos son la deuda que el país tiene con su periferia rural, cuyo poder de facto fue delegado a ejércitos privados de derecha e izquierda y sus pobladores quedaron atrapados como víctimas de la polarización armada.

Desde el cese al fuego definitivo con las Farc se levantó la cortina del miedo bajo la cual vivieron los campesinos en sus áreas de control, sea por las presiones de la guerrilla o las operaciones militares en su contra. La restitución de tierras, cuya fase administrativa avanza a mayor ritmo que la judicial, reconstruye comunidades y asegura el retorno de desplazados con proyectos productivos e infraestructura local. La desaparición de las Farc permite ordenar los derechos de propiedad en sus áreas de anterior dominio, incluso con la asignación de tierras a los desmovilizados que quieran trabajarlas.

Pero todo lo anterior es solo la superficie del problema. Los hechos terribles ocurridos en veredas y municipios durante medio siglo de guerra cambiaron para siempre las vidas y el futuro de los guerreros y los campesinos y seguirán arrastrando su carga de consecuencias durante dos o tres generaciones, al pasar de padres a hijos las memorias del trauma causado a otros o padecido a manos de otros, con quienes se cruzarán en calles y caminos.

La memoria del trauma evoluciona en procesos individuales y colectivos de reconstrucción de lo ocurrido para descubrir el sentido que tuvieron los hechos. El trauma puede quedar atorado en los eventos dolorosos como un eterno presente o puede reconocerse y explicarse para dar paso a un nuevo proyecto de vida, que excluya ejercer o padecer de nuevo la violencia. La resiliencia es precisamente la capacidad de continuar el proyecto de vida después del trauma sufrido y puede hablarse de la resiliencia de Colombia para superar la guerra y devolverle el futuro a quienes la hicieron o padecieron, para que no se reinicie el eterno círculo de la violencia endémica.

Esa resiliencia reparadora y creativa supone reconocer la injusticia de la exclusión contenida en las estructuras sociales, que justificó para los guerreros la lucha, el abandono de los campesinos a su suerte en medio del conflicto armado, la humanidad de quienes fueron adversarios y la verdad de las acciones y reacciones de las partes envueltas en la guerra. La memoria histórica preserva pero también permite sanar el inmenso trauma que ha vivido Colombia.

¡BASTA YA!

Rodrigo Uprimny

En los últimos dos años, cada tres días en promedio, un líder social o defensor de derechos humanos fue asesinado. En 2015, CERAC contabilizó 105 asesinatos. En 2016 la cifra pudo ser más alta; algunos medios hablaron de 116 muertes. Y sólo desde la aprobación por el Congreso del acuerdo de paz han sido asesinados 17 líderes sociales.

Estas cifras son dolorosas pues detrás de cada muerte hay un drama humano profundo. Y son cifras preocupantes pues podríamos estar repitiendo un patrón, que puede ser resumido así: los esfuerzos por lograr la paz con las guerrillas o por realizar reformas democráticas, cuando son significativos, como sin lugar a dudas lo son el acuerdo con las Farc y las conversaciones con el Eln, se han acompañado de un incremento de amenazas y asesinatos contra líderes sociales, en general de izquierda.

Muchos estudios han evidenciado este patrón antidemocrático de la democracia colombiana, conforme al cual, las aperturas democráticas y los avances de nuevas fuerzas políticas, en general de izquierda, son violentamente cerrados por un aumento de la violencia contra los líderes sociales desplegada usualmente por grupos paramilitares. El ejemplo más dramático es sin lugar a dudas el genocidio contra la UP. Pero infortunadamente no es el único.

No es posible referenciar todos estos estudios, por lo cual cito solamente el trabajo más reciente de calidad que he leído sobre el tema: el análisis econométrico de Fergusson, Querubín, Ruiz y Vargas (La verdadera maldición del ganador) de los Andes, quienes con una rigurosa prueba estadística muestran que, entre 1997 y 2014, la elección de nuevas fuerzas de izquierda a nivel local produjo un incremento significativo de los ataques violentos paramilitares en esas zonas. Los autores concluyen que esto expresa “una reacción de facto de las élites políticas y económicas tradicionales, que buscan compensar el incremento en el poder político de jure de los grupos tradicionalmente marginados”.

Esta trágica historia no puede repetirse. Estos crímenes tienen que ser evitados no sólo por el dolor humano que provocan sino porque están en juego la suerte de la paz y la democracia. No podemos permitir que los avances de la paz y las reformas democráticas que deberían surgir de estos procesos sean bloqueados por el incremento de la violencia contra los líderes sociales. Obviamente corresponde al Estado la principal responsabilidad para prevenir y sancionar esos crímenes. Y por ello son inaceptables ciertas declaraciones de altos funcionarios estatales, como el ministro de Defensa o el fiscal general, que niegan la extensión y gravedad de estos crímenes. Pero este desafío nos interpela también a todos como ciudadanos. Debemos rechazar masiva y enfáticamente la violencia contra los líderes sociales, independientemente de si sus sensibilidades políticas son o no las mismas que las nuestras. Debemos construir un frente político y social vigoroso contra esos crímenes que, por usar el título del informe del grupo de memoria histórica sobre el conflicto armado colombiano, diga: ¡Basta Ya!

LOS NIÑOS Y LA GUERRA

Alfredo Molano Bravo

El caso de los niños en la guerrilla se ha convertido en la última marcha publicitaria contra ella. Apelan a cualquier argumento, fotografía, testimonio para disparar juicios y prejuicios sobre una premisa: Los niños son niños y deben estudiar, jugar y soñar. La convención de NN. UU. sobre Derechos del niño debió ser redactada por un grupo académico de personas de la tercera edad nacidas en países desarrollados y ricos, donde el desempleo es bajo, la escolaridad alta y hay miles de parques, gimnasios y campos deportivos. Los niños en esos países trabajaron durante siglos cuidando ovejas, hilando telas, limpiando máquinas y, claro está, siendo carne de cañón en sus interminables guerras, para llegar a ese estado de civilización implícito en la norma: Niño es el que tiene menos de 18 años.

En Colombia, yo fui niño –según el código– hasta cuando cumplí 21 años, pero desde los 15 tenía vellos, músculos en las piernas y ganas de comerme el mundo. Los muchachos de la vereda donde nací trabajaban en sus fincas desde los 12 años: apartaban vacas, ordeñaban, sacaban papa, levantaban cercas. A los 16 eran hombres hechos y derechos: cargaban mulas con bultos de cinco arrobas, enlazaban reses y las apegaban al botalón, y tumbaban árboles a hachazo limpio. Las muchachas son adultas desde que pueden tener niños. Los campesinos no nacen bebés sino niños y nunca saben quién es Santa Claus ni tienen tablet; son adultos desde que pueden ganarse un jornal. El mismo expresidente Pastrana, tan conservador y pendenciero, ha pedido muchas veces que la mayoría de edad se reconozca a los 16 años cumplidos.

No es fácil entender mirando televisión que los guerrilleros colombianos son en su gran mayoría campesinos y para más veras, colonos; que su mundo es una vereda o una trocha, que su vida es el trabajo físico, y su gente, su familia. La guerra los ha arrastrado. Les ha cambiado la rula por el fusil, el padre por el comandante, la madre por un ideal. Los niños no se hacen guerrilleros a la fuerza, su mundo se vuelve guerrillero y ellos en él, ocupan el lugar que les toca. A la guerrilla no le interesa cargar más peso del que tiene que echarse a los hombros y un niño en un combate es un fardo. Hay niños y niñas cuyo único refugio amoroso son sus hermanos mayores guerrilleros; los admiran y quieren ser como ellos. Y en lugar de hacer mandados en su casa, buscan las filas para hacerse grandes. A muchos padres conviene porque un hijo guerrillero es el acceso a un órgano poderoso. El esfuerzo físico para un muchacho no es un castigo, es una condición en que despliega su cuerpo, sus músculos, su personalidad. Una marcha de 12 horas con 25 kilos de equipo y un fusil es la evidencia de que se es adulto, aun teniendo 16 años, así como lo es en “la civil” tumbar una hectárea de monte para echarle candela.

En las zonas donde el Estado sólo muestra los dientes, donde ir a la escuela es mermar la fuerza para sobrevivir, la guerrilla ha sido un agente civilizador y lo es también para la muchachada que termina bachillerato y tiene dos caminos: el del ocio forzado y el vicio, y el del ingreso a las filas guerrilleras. A veces encuentra atractivas las organizaciones sicariales o paramilitares. En la guerrilla los pelaos encuentran una razón de vivir, así los ideales sean para ellos tan aéreos.

¿Qué futuro inmediato les ofrece el Estado con la paz? ¿Ponerse en manos de una institución autoritaria, fría, incapaz de controlar la corrupción, el bazuco, el matoneo, como lo es Bienestar Familiar? ¿Retornar a su familia, que está en gran parte en las zonas campamentarias? ¿Y qué hacer con los niños que nacieron en la guerrilla o en sus zonas de influencia y crecieron con madres sustitutas, vinculadas a la organización? ¿Con qué argumento moral los reclama ahora un Estado que siempre los ha ignorado y abandonado?

Detrás del reclamo de los niños guerrilleros hay un fariseísmo tronante. Se ha hecho pensar a la opinión pública que fueron raptados, secuestrados, obligados a convertirse en máquinas de matar. Nada de eso es cierto. Los guerrilleros lo son por ser campesinos y seguirán siéndolo si se aclimata la paz. Si se trata de reconciliarnos, empecemos por decirnos la verdad y mirarla sin miedo.

EL COLOMBIANO
POCA JUSTICIA, ALGO DE VERDAD Y NADA DE REPARACIÓN

Rafael Nieto Loaiza

A pesar de los escándalos a sus espaldas, Santos sigue cumpliéndoles a sus compañeros de las Farc. Entra a “estudio” del Senado una reforma constitucional que busca implementar la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP).

La JEP le rompe el espinazo a la Rama Judicial. A pesar de las peticiones de la Corte Suprema, no se articula de ninguna manera con ella. Es autónoma, excluyente, prevalente y preferente. Está por encima de todos los otros órganos judiciales y de control. No tiene plazo de funcionamiento, puede definir a su favor cualquier conflicto de competencia y la tutela será ineficaz en relación con sus providencias porque la JEP tendrá poder de veto cuando la Constitucional pretenda su estudio.

La JEP, además, consagra la impunidad. Por mucho que el Gobierno sostenga que la existencia de una investigación y un juicio supone “justicia”, tal cosa solo es cierta cuando la sanción es efectiva. Las sanciones contempladas en la JEP, que en ningún caso suponen la privación de libertad, son una mera pantomima. Si además los reos de tales sanciones pueden, al mismo tiempo, ser electos popularmente y ejercer esos cargos, estamos ante una farsa.

La JEP pretende compensar la ausencia de sanción efectiva alegando que, a cambio, pone los derechos de las víctimas en el centro y hace énfasis en la verdad y la reparación. Ni una cosa ni la otra son ciertas. Un buen resumen del problema de las víctimas se encuentra en las últimas columnas de Sofía Gaviria. En todo caso, a las víctimas no se les reconoce ningún papel en el proceso penal. Ni siquiera será obligatorio que las Farc les pongan la cara: pueden hacer “reconocimientos colectivos” de responsabilidad. Y contrario a lo que se ha dicho, no pierden sus beneficios si no cuentan toda la verdad. Solo los pierden si no aceptan lo que se les imputa, se van a juicio y los condenan. Pero si ocultan información o responsabilidades penales y la JEP no los acusa y después se sabe de tales hechos o delitos, no les pasa absolutamente nada. Y aunque ahora, después de la insistencia de los voceros del No, en el acuerdo remendado se dice que las Farc deben reparar a sus víctimas con sus bienes, tal obligación no está en la reforma citada y, en todo caso, quienes oculten sus bienes no pierden sus beneficios. Solo corren el riesgo de que haya extinción de dominio.

A los guerrilleros que estén incursos en delitos continuados, como el narcotráfico, se les da patente de corso. Podrán seguir delinquiendo aun después del 1 de diciembre, fecha en que se supone deberían haber cesado toda acción criminal, porque la JEP dará todos los beneficios “si con posterioridad a esa fecha no han cesado los efectos ... de los delitos de ejecución permanente”. Y en ningún lado se dice que, sin excepción, quien reincida pierde todos los beneficios, condición básica para que se cumpla la garantía de no repetición.

La JEP, además, viola principios fundamentales de los derechos humanos, en particular el de legalidad, según el cual nadie puede ser juzgado y sancionado por conductas que en el momento de realizarse no hubiesen estado consagradas como un delito. Por supuesto, la izquierda critica que en relación con los agentes del Estado se haya establecido, al menos en esta versión, que la calificación de sus conductas se base en el Código Penal vigente al momento de la comisión de los hechos, en lugar de solicitar que tal garantía se extienda a la guerrilla y a los particulares, como debería ser.

No es la única violación a los tratados internacionales. También se vulnera la Convención de Viena sobre Narcotráfico que, en su artículo 10, prohíbe que tal crimen sea considerado como un delito político o conexo. A los narcotraficantes de las Farc ni siquiera se les juzgará. Serán amnistiados.

Para rematar, la JEP terminará concentrada en particulares y agentes del Estado. Los guerrilleros saldrán rápidamente por vía de amnistía y de reconocimientos colectivos de responsabilidad.

Así de bonita es la JEP.

UNA ENORME RESPONSABILIDAD

Rudolf Hommes

Pasada la emoción de presenciar el desfile ordenado de guerrilleros y guerrilleras hacia los campamentos en donde se están concentrando confiadamente, es inquietante escuchar que la capacidad de respuesta de las entidades oficiales para atender y proteger a este grupo de personas está entre inadecuada e inoperante, y muy preocupante que los habitantes de las zonas que han dejado los guerrilleros se quejen de que las están ocupando bandas criminales o paramilitares, hechos que no reconoce el Ministerio de Defensa, como tampoco admite que el asesinato de 40 líderes comunales desde el plebiscito que reporta el diario El Colombiano sea atribuible a un plan. ¡Matan un líder cada tres días!

Es inexplicable que la fuerza pública permita que el territorio que las Farc ha abandonado para cumplir con el acuerdo sea ocupado por grupos armados ilegales, como denunciaron el viernes en CMI habitantes de Santander del Norte. Es algo por lo que deben responder los altos mandos y que exige con urgencia la intervención de la Procuraduría y de la autoridad civil porque no corresponde a la doctrina vigente del ejército nacional ni a lo que se espera en materia de seguridad en el postconflicto. Francamente desafía la razón que después de haber sostenido una guerra interna durante más de cincuenta años y de haber gastado más de tres años para acordar la paz le dejen el territorio a otros grupos armados que van a repetir la historia con mayores niveles de barbarie y de abuso de la población civil. No es concebible que esto esté sucediendo y crea una gran incertidumbre sobre la seguridad de esas regiones y la protección de los guerrilleros que cumplen con los acuerdos.

La sociedad civil colombiana no puede hacer la vista gorda frente a estos hechos y esas preocupaciones, y no intervenir para prevenir una gran tragedia o el fracaso estruendoso de un propósito gubernamental que contó con la voluntad política para llegar a donde estamos pero que no parece contar con la misma fuerza para seguir adelante. Esa fuerza debe provenir ahora de un público consciente que presione e impida abandonar el proyecto de paz.

Lo primero que se necesita es que la gente, especialmente la clase dirigente, se dé cuenta de que esta es uno de esas situaciones críticas en la historia de un país en las que no se puede tomar el rumbo equivocado. Lo que se oye, que no es alentador, es que a la paz hay que chulearla, que ya todo el mundo está aburrido con el tema, y “que hay que pasar la página”. Esa podría ser la posición de uno de esos señores del Jockey que pinta Antonio Caballero que fueron los que con esas actitudes dejaron, whisky en mano, que ocurriera la tragedia que nos ha consumido durante más de medio siglo.

Los guerrilleros y guerrilleras rasos de las FARC nos están dando una lección de vida, confianza y de esperanza en el futuro que exige una enorme responsabilidad de la sociedad civil. Tenemos que organizar veedurías ciudadanas, movimientos de opinión, activismo político para obligar a los dirigentes a actuar con responsabilidad y evitar que caigan en la tentación de volver a poner conejo. La paz es una página que hay que dejar abierta hasta que se cumpla lo acordado y se pacifique el país.

NUEVO CODIGO DE POLICÍA
EL ESPECTADOR

LA CIUDAD SIN TOMBOS

Héctor Abad Faciolince

En su formidable estudio sobre la violencia en el mundo (The Better Angels of Our Nature), Steven Pinker se refiere a una experiencia personal que lo hizo reflexionar sobre su ingenua confianza en que un orden anarquista, sin intervención alguna de la policía, produciría una sociedad más armónica y pacífica. En 1969, cuando él era el típico adolescente rebelde y libertario, hubo una huelga de la policía en su ciudad, Montreal. Bastaron pocas horas sin tombos para que una ciudad famosa por lo tranquila y segura se hundiera en el caos: asaltaron seis bancos, hubo 12 incendios deliberados, más de 100 robos y dos asesinatos.

Una experiencia parecida, pero más larga y mucho peor, han estado sufriendo en estos días los brasileños del estado de Espíritu Santo y en especial de su capital, Vitória. En siete días de huelga de la policía, desde el 3 de febrero, ya han muerto 121 personas asesinadas, la mayoría de las tiendas han cerrado por miedo a los robos (salvo las que venden armas, que siguen abiertas, no se sabe si para venderlas a los atracadores o a los que quieren defenderse). También el transporte está paralizado y los empleados no pueden ir a trabajar, con lo cual muchas empresas están improductivas. Las escuelas y parte de los centros de salud están cerrados. Aunque el gobierno central ha mandado al ejército, los soldados (entrenados para combatir a otros soldados, no para contener a los civiles) no han podido devolver la tranquilidad a la zona. Las esposas de los policías, a quienes el gobierno no les sube el sueldo hace cuatro años, impiden que otras milicias salgan de los cuarteles a patrullar las calles. En fin, el experimento involuntario de la ciudad sin policía no parece estar funcionando muy bien.

No es muy distinto lo que ocurre en los barrios más conflictivos y violentos de nuestras ciudades, que en general son también los más pobres. Expulsada por los combos violentos, odiada por los duros que dominan el barrio, la policía sale desterrada de esas zonas. Y es allí, precisamente, donde más atracos y homicidios padece la comunidad. Al estigma de ser los más pobres añaden la desgracia de no tener seguro ni lo poco que tienen. Es allí donde más vacunan, donde más desguazan, donde más se trafica, donde el volumen de la música es más alto y el descanso imposible, donde hay electrocutados e incendios por la luz de contrabando y donde los lotes no se defienden con escrituras, notarios y jueces, sino con pistolas. La ausencia del Estado no es la dicha, sino la ley del más bruto y el más bravo.

Según Pinker, el Leviatán (monstruo estatal) y el comercio justo (menos rentable que el saqueo, pero con menos riesgos), son dos de los factores que disminuyen la violencia en una sociedad. Y la policía, si no es corrupta ni arbitraria, sería la mano que vigila que se cumplan las normas del Estado. En estos días he leído artículos y visto manifestaciones en contra del nuevo Código de Policía. También he leído sobre sobornos y violencia desmedida de parte de policías que aprovechan las nuevas multas para cosechar mordidas.

Obviamente no estoy a favor de una policía arbitraria, violenta con los más débiles o corrupta. Pero creer, como ciertos adolescentes inmaduros o ciertos viejitos pueriles, que la existencia de la policía o la promulgación del nuevo código forman parte de un plan represivo intolerable es convertirse en cómplices de una ciudad sin normas que solo sirve a los intereses de los mafiosos y los delincuentes. A las bandas, más que a nadie, les conviene instigar a los jóvenes para que “libren a sus barrios de la represión policial”. Así pueden seguir reprimiendo los señores de las sombras, que a nadie le rinden cuentas, y que trafican, atracan y matan en medio del miedo y de la impunidad. Una policía urbana profesional, civil (no militar), no corrupta y respetuosa de los derechos humanos, podría hacer mucho por educar en las prácticas más civilizadas de la convivencia ciudadana.

DROGAS
EL ESPECTADOR
TRUMP SAYAYIN

Alberto López de Mesa, arquitecto y habitante de calle
Los carteles de la droga más fuertes del Bronx mantienen su negocio con expendedores ambulantes en varios lugares de la localidad Mártires. “Gancho Mosco”, el más apetecido, se vende en la Estanzuela, detrás del hospital San José e, incluso, sobre la carrera 16, a cuadra y media de donde los desalojaron el pasado 28 de mayo. Curiosamente, los del barrio reconocen y respetan a un sayayin, acuerpado y rubio, que se pasea de esquina a esquina ejerciendo la seguridad de un expendio itinerante de basuco. Siempre va armado con un bate y lo acompaña un perro bóxer. Por alevoso y déspota, la sabiduría callejera lo ha apodado Trump y la verdad es que se parece mucho al presidente de los Estados Unidos.

El tipo no tiene necesidad de ser un sayayin porque es hijo de capos migrantes del eje cafetero que amasaron su fortuna ilícita desde los tiempos del Cartuco. Pero lo tienta el poder y a sus socios les conviene que sea él quien vele por la seguridad y la prosperidad del negocio. Alguna vez ofició como proxeneta, ofreciendo chicas a clientes adinerados en el barrio Santa Fe. Dicen que su actual mujer procede de esas tratas. Su principal tarea es evitar que indigentes lleguen a comprar o a merodear a sus ollas. No es conveniente ante los vecinos y los policías que estos habitantes frecuenten el parche y para evitar eso ha obligado a subir los precios de las bichas. Cuando un indeseable insiste en irrumpir su zona, lo lincha públicamente a batazos.

El Trump sayayin consume lo que quiera sin pagar en las tiendas del sector, es vulgar y atrevido con las mujeres que transitan por ahí. En charlas de tiendas, se rumora que él no respeta los pactos ni los tratados entre las mismas mafias y que  sube o baja los precios de la droga a su antojo. Pero en realidad lo aceptan, unos porque le temen y sus adeptos porque están ganado a su lado, pues les sirve ese estilo de seguridad para sus negocios.

Ya hay muchos resentidos por su despotismo. No sería raro que una de sus víctimas en un ataque de ira y en un acto suicida, se arriesgue y lo quiebre de una vez por todas. O que hasta el mismo vecindario, el establecimiento intimidado por sus excesos, bajo cuerda propicie su deceso. Pero por ahora todo indica que aquí y allá vamos a tener Trump para rato. 

ABUSOS IGLESIA CATOLICA
EL ESPECTADOR
LAS DEUDAS DE LA IGLESIA CON LAS VÍCTIMAS DE ABUSOS

Editorial

Falta disposición para darle seriedad a un asunto que suele silenciarse cuando involucra a miembros de la Iglesia.

Los representantes de la Iglesia católica no pueden seguir cometiendo irresponsabilidades cuando tienen que responder frente a casos de abusos sexuales donde estén involucrados. En el escándalo más reciente, divulgado esta semana por El Espectador, que compromete a la Arquidiócesis de Cali, la Iglesia decidió culpar a los padres de las víctimas por los hechos ocurridos. Además de ser una posición inaceptable, evidencia falta de disposición para darle seriedad a un asunto que suele silenciarse cuando involucra a alguno de sus miembros.

Hace ocho años el sacerdote William Mazo abusó sexualmente de cuatro niños que tenían entre 9 y 12 años en Cali. Por eso, el Juzgado 22 Penal de Conocimiento de la capital del Valle lo condenó a 33 años de cárcel. Dentro del proceso, la Fiscalía pudo comprobar que Mazo convencía a los niños de estar con él a cambio de regalos, dinero e invitaciones a comer. A veces se los llevaba de paseo con toda la banda marcial, para evitar sospechas. Según la madre de una de las víctimas, “el cura empezó con que él ayudaba a los niños para que fueran monaguillos y se los llevaba para que lo ayudaran en la eucaristía, formó una banda marcial para que no estuvieran en la calle, porque por acá se ve mucho niño en la calle mientras los padres trabajan”. Queda claro, entonces, que fue su posición como sacerdote, autorizado por una institución respetada como la Arquidiócesis de Cali, la que le permitió acercarse a los menores, abusar de la confianza de los padres y cometer las violaciones.

Hace un mes, sin embargo, en el marco del proceso mediante el cual los padres están pidiendo reparación por parte de la Arquidiócesis por los daños que sufrieron por lo ocurrido, la Iglesia contestó con un argumento ridículamente ofensivo: los familiares no son víctimas, pues fue su culpa que ocurriera la violación. “Hoy su despacho —escribió el abogado de la Arquidiócesis— debe mirar si la participación de las hoy llamadas víctimas indirectas (padres, abuelas y tío) fue la más coherente al sentido común”. Y más adelante se pregunta: “¿se fue laxo, permisivo, omisivo, abandonado y desinteresado, y hoy concurren ante un juez para aprovechar un hecho dañino de un tercero y fungir como víctimas indirectas?”. Insinúa, entonces, sin atisbo de vergüenza, que los familiares quieren lucrarse con la tragedia.

Si bien la Conferencia Episcopal y el propio arzobispo de Cali, Darío de Jesús Monsalve, ante el escándalo generado por la publicación de este diario, salieron el mismo viernes a pedir perdón, la posición jurídica asumida en este caso se basa en que como el sacerdote no estaba cumpliendo con su función dentro de la Iglesia, esta no tiene por qué hacerse responsable. Por supuesto, violar no es labor de los prelados, pero el punto es que la facilidad que tuvo Mazo en este caso, y tantos otros curas en tantos otros casos, para cometer los abusos se debe al manto que los recubre al presentarse como representantes de la Iglesia. Las personas, más aún si son creyentes, confían en los sacerdotes, pues creen que la Iglesia católica toma todas las medidas necesarias para que sus voceros sean personas idóneas. Por eso es tan importante que la Arquidiócesis no sólo muestre arrepentimiento, sino que cambie la forma de reaccionar a los casos. Mientras la Iglesia siga negando que se necesitan reformas internas seguirán ocurriendo tragedias.

Son preocupantes, también, las denuncias del abogado de las víctimas, Élmer Montaña, sobre lo que ha ocurrido a lo largo de este proceso. Según él, monseñor Monsalve le ofreció dinero para abandonar el caso, y en varias ocasiones la Iglesia intentó de distintas maneras que la familia no prosiguiera en la acción penal. En respuesta a las acusaciones, monseñor Monsalve dijo que el abogado quiere crear “un escenario mediático” e insistió en que la respuesta dada al juzgado va encaminada a que no se le pongan sanciones impagables a la Arquidiócesis. Es decir, persiste la confrontación y la incomodidad de un caso que no es aislado en Colombia y el mundo.

La Iglesia católica debería liderar la lucha contra el abuso sexual no sólo desde el discurso, sino a través del ejemplo. Para empezar, ayudaría que no revictimizara a quienes han denunciado sus perversiones.

EDUCACIÓN
EL ESPECTADOR
UNIVERSIDADES PÚBLICAS VS. UNIVERSIDADES PRIVADAS

José Manuel Restrepo

Ha habido dos avances muy importantes en la construcción del sistema de educación superior en Colombia. Uno es el que diferencia entre universidades de excelencia y las que no lo son, independientemente de su carácter oficial o privado, y otro es el que enfatiza el entender la calidad de forma multidimensional.

Estos temas son pertinentes ahora que se hicieron públicos los resultados de un estudio del Banco de la República que evaluó el desempeño de los egresados de la educación superior colombiana, comparando los resultados en función de su condición de provenir de universidades oficiales o privadas. El trabajo hace uso de un medio puntual para medir la calidad de la educación superior recibida que corresponde al valor agregado. Este indicador verifica el aporte que realiza la universidad, basado en el avance entre el desempeño del estudiante en las pruebas de entrada a la universidad (examen Saber 11) con respecto a su desempeño en las pruebas de salida (examen Saber Pro). El resultado a que llega es que existe un mejor desempeño en dicho puntual indicador, entre los estudiantes matriculados en universidades oficiales y aquellos matriculados en universidades privadas, muy especialmente en programas de ingeniería, con resultados mucho menos o incluso no contundentes en áreas como medicina, derecho o economía.

Del estudio pueden hacerse varias reflexiones, sin embargo, un primer reconocimiento es para el hecho de haber usado una medición de valor agregado. Este instrumento tiene la virtud de medir el desempeño de la institución educativa. Siempre es más fácil, en educación superior, recibir a los estudiantes de los mejores colegios del país para sacar de ellos buenos egresados, por oposición a dar un valor añadido a aquellos que vienen de contextos y entornos con menores posibilidades, recursos y nivel académico.

Estudios similares a este se han hecho entre universidades acreditadas institucionalmente (superando el criterio de sólo programas acreditados, que no discrimina igual) y aquellas que no lo son, sean oficiales o privadas, llegando a la conclusión de que no importa tanto el carácter de oficial o privado, sino el compromiso o no de la institución con prestar un servicio con excelencia. Esto debe llevar a reconocer la gigante heterogeneidad del sistema de educación superior colombiano, en el que conviven universidades de excelencia y otras de muy bajo nivel de calidad, independientemente de su condición publica o privada. Se hace entonces indispensable fortalecer los mecanismos de regulación de la calidad del sistema para todos y minimizar las brechas.

Algunos han querido usar este resultado para descalificar subsidios a la demanda (tipo Ser Pilo Paga o similares), sin embargo, llegar allá supone mucho más por analizar. En primer lugar, el propio criterio de calidad de la educación superior, que no es sólo un tema de valor agregado y supone ver asuntos como recursos disponibles (profesores, acceso al conocimiento, tecnología, infraestructura, etc.), producción científica, pertinencia de los programas, empleabilidad, desempeño y remuneración laboral al terminar la carrera, experiencia universitaria, entre muchos más. Posiblemente esto explica que en el programa Ser Pilo Paga, los “pilos”, en más del 80%, escogen libremente universidades privadas acreditadas.

En cualquier caso, este estudio es una buena oportunidad para reclamar al Gobierno Nacional muchos más recursos directos para las universidades oficiales, incluso más allá de lo que contempla la actual reforma tributaria, y que den respuesta a necesidades anuales urgentes por más de $1 billón y de inversión de más de $10 billones. Pero también para invitar a que no se genere esta discusión superada entre oficiales y privadas, y más bien a que muchas más privadas se comporten como oficiales en el sentido de abrir oportunidades a estudiantes provenientes de contextos sociales y económicos distintos, y a que entre todos construyamos una nación más equitativa y con educación de calidad para todos.

En síntesis, este estudio puede ser una razón más para fortalecer los subsidios de oferta y perfeccionar los subsidios de demanda a aquellas universidades (ojalá cada vez más) que se comprometan con la calidad y la equidad en la educación superior en el país. Este es uno de los caminos deseados y necesarios en el posconflicto.

ECONOMIA

EL ESPECTADOR
DECEPCIONES DEL LIBRE COMERCIO

Eduardo Sarmiento

Los autores de la política, como Rudolf Hommes, atribuyen el resultado a que la economía no se abrió y en la práctica se mantuvo la misma protección del pasado. No es cierto. Los aranceles se redujeron de 40 % a 5 %, se adoptaron múltiples TLC, se eliminaron los subsidios a las exportaciones, se liberó el tipo de cambio y se le dio rienda suelta a la inversión extranjera. Otra cosa es que la política no haya tenido los efectos sobre la industria y las exportaciones previstos por sus autores.

La economía se especializó en las actividades de ventaja comparativa, es decir, que pueden elaborarse más fácilmente, como commodities y servicios, que enfrentan serias limitaciones de demanda. Así, los beneficios de la apertura se reducen a la adquisición de los bienes industriales y agrícolas en el exterior a menores precios. Por su parte, la industria orientó los esfuerzos para adquirir las partes de los bienes en el exterior, más concretamente, sustituir el valor agregado por importaciones. Así, el crecimiento del sector ha estado acompañado de una caída igual o mayor del empleo.

El balance es claro. Entre 1967-1990 la economía evolucionó con superávit en cuenta corriente y la industria creció por encima del producto nacional. Luego, entre 1990 y 2016, la economía pasó a operar con déficit en cuenta corriente y la industria creció por debajo del producto. Mientras en el primer período el producto nacional avanzó cerca de 5 %, en el segundo lo hizo por debajo de 3,5 %.

El desempeño de Colombia tiene similitudes con la economía mundial. En todas partes los beneficios del comercio se han buscado por la vía de las importaciones. En la industria, luego de que en el pasado la mayor parte de los productos se elaboraban en el país de origen, se procedió a resquebrajar la cadena productiva y adquirir los componentes en los lugares más baratos. En el fondo, el medio para elevar la competitividad del sector ha sido sustitución del valor agregado por importaciones altamente intensivas en capital y tecnología. Así los países avanzados emplean el 20 % de la mano de obra y generan el 75 % del valor industrial.

El libre comercio se convirtió en una forma de aumentar el lucro individual sustituyendo mano de obra por capital. No se cumplió la concepción neoliberal que da por cierto que el comercio internacional es independiente del salario. Los hechos se encargaron de demostrar que el mercado propicia la inversión internacional y la industrialización, llevándose por delante los ingresos laborales. La participación del trabajo en el producto ha caído en la mayoría de los países. El malestar de los trabajadores le abrió el espacio a líderes como Trump, que sin conocer a fondo la materia, proponen recetas inviables.

El problema no es el qué del comercio, sino el cómo. Lo que se plantea es una organización que saque ventaja de las relaciones internacionales y la elevada productividad de la industria y la innovación sin degradar el salario. En la práctica se puede conseguir con sistemas arancelarios escalonados que propicien el aprendizaje en el oficio, cursos de competencia y actualización tecnológica, subsidios a la contratación de trabajadores informales, eliminación de las exenciones tributarias al capital y limitaciones a la salida y ocultación de patrimonios.

LA ÚLTIMA OPORTUNIDAD

Indalecio Dangond B.
Se le acabó el tiempo al presidente Santos, y no pudo echar andar la locomotora  del sector agropecuario en Colombia. Los pocos logros alcanzados en estos siete años de su gobierno, ocurrieron más como consecuencia del empuje de productores visionarios que de los perversos y politizados subsidios y ayudas de miles de millones que giró al sector.

Ojalá no desperdicie las facultades que le ha otorgado el Congreso de la República, mediante la ley del Fast Track, para modificar las normas y programas públicos que dificultan la inversión, el crecimiento y la competitividad del agro colombiano. Le sugiero algunas ideas:

El esquema de Seguro Agrario, creado mediante la Ley 69 de 1.993, lleva 24 años sin poder superar una cobertura del 2.5% del total del área cosechada en el país. Si deseamos que este sistema alcance algún grado importante de aseguramiento, es necesario que el Gobierno autorice a las compañías de seguros crear una Sociedad Anónima bajo un esquema de “coaseguro” para la administración del seguro agropecuario con una participación obligatoria del 10% del valor de las primas emitidas por cada una de las aseguradoras en el año inmediatamente anterior. 

Este esquema de Coaseguro permite hacer frente a riesgos que por su intensidad, extensión, frecuencia aleatoria y costo económico, son prácticamente inasumibles por cualquier aseguradora que actúe de forma aislada e individualmente.

El fomento a la reforestación comercial, llamado Certificado de Incentivo Forestal -CIF, creado por la Ley 139 de 1994, ha sido una herramienta ineficaz. En los últimos 4 años, ha recibido recursos del Gobierno Nacional por un monto de $81.354 millones con los cuales se logró el establecimiento de 43.598 nuevas hectáreas forestales, de una meta de 600.000 hectáreas. Es decir, una cobertura del 7.2%.  

Si en Colombia, queremos tener un crecimiento importante y sostenible en reforestación comercial,  se debe crear una normatividad que le asigne al sector privado el papel de ejecutor y al Estado, el papel de establecer incentivos tributarios, jurídicos y financieros para las actividades de forestación y silvopastoreo con planes de manejo a nivel predial. Dicha normatividad debe establecer un mecanismo de fondeo de recursos a través de los Fondos de Pensiones mediante la inversión forzosa en Títulos de Desarrollo  Forestal (TDF), que emita Finagro, para financiar plantaciones forestales a largo plazo.

Otro problema que podría resolverse mediante el Fast Track, es la escasa inversión en mecanización de cultivos, distritos de riego, centros de investigación, escuelas de emprendimiento rural, infraestructura para el almacenamiento y la comercialización. Los recientes resultados del censo agropecuario -realizado por el Dane-, muestran que los pequeños y medianos productores de las zonas rurales del país desarrollan sus actividades agrícolas y pecuarias de manera ineficiente y poco rentables porque no tienen acceso a créditos para realizar este tipo de inversiones.

Si el articulo 2º de la Ley 16 de 1.990, permite que los entes territoriales, como personas juridicas, de derecho público, sean sujetos de crédito fomento, pues permitan a través de una norma, acceder a creditos redescontados por Finagro para este tipo de inversiones que podrian beneficiar a miles de asociaciones campesinas en las zonas rurales de sus municipios.

Presidente Santos, no desperdicie esta última oportunidad.

EL TIEMPO
TRUMP VS. GLOBALIZACIÓN

Guillermo Perry

La verdad es que pocos fenómenos han sido más calumniados que la globalización.

Ahora que Trump se ha ido lanza en ristre contra el libre comercio, los inmigrantes y los tratados ambientales, los detractores tradicionales de la globalización se están viendo en problemas. La izquierda siempre culpó a la globalización de todos los males del subdesarrollo. En Colombia, el Polo afirmaba que el TLC con EE. UU. es el origen de todos nuestros problemas y que la poderosa industria gringa iba a acabar con la poca que tenemos. Ahora, para su sorpresa, Trump dice lo contrario: que los TLC con México y Centroamérica son los culpables de todos los males en EE. UU., porque los empleos gringos se fueron para esos países. Ambos no pueden tener la razón.

Más aún, al dejar EE. UU. vacante el liderazgo de la globalización, los maestros de Robledo en el Partido Comunista chino se erigen ahora como los defensores de la globalización a nombre del tercer mundo. Y todo México está firmemente unido en la defensa del Nafta contra las amenazas de Trump, incluyendo los sindicatos e intelectuales mexicanos que se opusieron al tratado.

La verdad es que pocos fenómenos han sido más calumniados que la globalización. Es cierto que no todos ganan con ella. Cuando un país se integra a los mercados internacionales hay perdedores y ganadores. Lo importante es que haya menos de los primeros que de los segundos y que el Estado los apoye para que se reestructuren (las empresas) y adquieran nuevas habilidades (los trabajadores). De hecho, el rol del Estado debe ser siempre el de promover y facilitar las transformaciones económicas que convienen al colectivo, mitigando la situación de aquellos que pierden y facilitando su reconversión a actividades más productivas. No la de defender a toda costa los intereses de poderosos monopolios locales.

También es cierto que la globalización acarrea riesgos considerables. La inmigración puede facilitar el ingreso de un puñado de terroristas en medio de una multitud de ciudadanos de bien que buscan mejores oportunidades. Pero un país no se puede privar del concurso de millares de inmigrantes productivos, ni negar la oportunidad del progreso a quienes cambian de ubicación buscando un futuro mejor para sus hijos, con el pretexto de que no entren unos cuantos ‘yihadistas’. Por eso, el mundo entero ha repudiado los infames decretos antiinmigración de Trump.

Asimismo, la integración a los mercados financieros internacionales puede conducir a evasión tributaria, lavado de activos y crisis financieras locales. O, peor aún, a crisis globales, como la del 2008 y el 2009. La cooperación internacional entre reguladores y supervisores financieros, administradores de impuestos y fiscalías locales puede y debe evitar estos males potenciales. Pero un país que impidiera todo préstamo, inversión o pago internacional, por esos temores, se pegaría un tiro en el pie.

Quienes tratan de frenar la globalización de los flujos de información por internet y las redes sociales; de los Uber, los Airbnb y otras formas modernas eficientes de prestar servicios a los ciudadanos; de los acuerdos ambientales; de la integración económica y financiera; de los inmigrantes; o de la justicia penal internacional y el imperio de los derechos humanos, sin distingo de raza, cultura, religión, género o preferencias sexuales, son retrógrados sin remedio. Ya sea que se digan de derecha o izquierda. Ya se apelliden Trump o Maduro; Ordóñez o Robledo.

P. S. La Fiscalía está cumpliendo con su deber al investigar las acusaciones del convicto senador Bula, así este sea, como es, un comprobado pillo. Pero también tiene la obligación de verificar la realidad de esas denuncias antes de provocar escándalos mediáticos con temas tan delicados, no vaya y sea que acabe jugando el papel de idiota útil.

POSTVERDAD
EL ESPECTADOR
“FAKE NEWS”

Luis Carlos Vélez

El presidente Juan Manuel Santos lo dijo muy bien este fin de semana: “El daño está hecho”. La declaración la hizo el mandatario por el anuncio de la Fiscalía sobre los dineros de Odebrecht que habrían entrado a su campaña.

El presidente tiene razón: la gente ya guardó esa versión en el disco duro eliminando, obviamente, el condicional para grabarlo como una sentencia certera. Nadie esperará a que las investigaciones terminen, ni pensará en quién es la fuente de esa versión y mucho menos recordará que Otto Bula fue suplente en el Senado de Mario Uribe, condenado por la Corte Suprema por tener relaciones con los paramilitares, y que sobre él hay investigaciones y testimonios que lo señalan de haber hecho operaciones turbias en las que se despojaron tierras campesinas con la ayuda de narcotraficantes y paramilitares. Nadie investigará que en Sahagún, su pueblo, lo recuerdan con desconfianza porque no se han quitado la imagen de su evolución de un comerciante de quesos de 160 kilos a refinado y déspota senador de la República en tiempos de la parapolítica.

Hoy por hoy lo que importa es el titular, el mensaje en Twitter con cientos y miles de clics, la cadena en WhatsApp y los mensajes en Facebook. Si una mentira o una verdad a medias es viral, de inmediato es considerada una verdad, con poca oportunidad de verificación o corrección. Las cosas no son como antes, cuando una rectificación de una calumnia debía publicarse en el mismo lugar con la misma extensión. Es un concepto mandado a recoger. No conozco la primera corrección en Twitter con tantas republicaciones como la versión original contaminada. Santos tiene razón, el daño está hecho.

Por eso es cierto que estamos en la era de la posverdad. Ya no importa que lo que digamos sea cierto, lo importante es que se repita mucho. En la era de internet y las irresponsables redes sociales, eso se traduce en que las elecciones y discusiones políticas se ganan por el tamaño del megáfono, que es directamente proporcional al espectáculo de la afirmación.

Esta semana una amiga de la infancia me contactó por Facebook. No hablaba con ella desde épocas del colegio, me copió un artículo que decía que desde ahora EE. UU. no iba a pedir visas a los colombianos y me preguntó, ya que trabajo en un medio, si esa “noticia” era cierta. Obviamente le respondí diciendo que no era verdad y que para una futura referencia tratara de fijarse en la fuente de la información que le llegaba para poder evaluar su veracidad. Ella , doctora, me dijo que desconfiaba terriblemente de los medios y que por eso le costaba mucho creer lo que publican los llamados medios tradicionales.

Seguimos conversando y me confesó que hacía rato no leía periódico, oía radio o veía noticieros, y además mencionó con contundencia que desconfiaba también del proceso de paz y de la postura de los medios frente al tema. Le pregunté cómo había llegado a tal conclusión si no leía prensa o sigue las noticias. Me dijo que tiene amigos que le cuentan cosas.

Su conversación coincidió con otra que tuve con una señora del edificio donde vivo. Me dijo que me había visto en las noticias, pero que realmente no le pone cuidado a lo que aparece en los informativos. Eso sí, me dijo que Trump era un buen presidente porque quiere erradicar el terrorismo de EE. UU. y que los medios mentimos sobre él.

Está claro. La gente forma su opinión y posición a punta de rumores y mensajes en las redes. La principal herramienta de divulgación del mensaje político es hoy por hoy el teléfono celular. Qué peligro. Es un escenario perfecto para las noticias falsas (fake news). Por lo menos mi amiga del colegio me prometió bajar la aplicación de la emisora de radio en la que trabajo para oír algo de noticias todos los días. Eso sí, si tiene tiempo.

PARA PENSAR
EL ESPECTADOR
ESCRITURA Y REPARACIÓN

Piedad Bonnett

La buena literatura tiene la facultad de conmover, pero también debe ser capaz de mostrar las contradicciones de la sociedad, de hundir el dedo en la llaga de sus males, de plantear problemas éticos sin caer en discursos moralistas, de poner en duda las supuestas verdades consagradas por el statu quo. Esto se puede hacer desde la ficción, incluso a través de historias fantásticas o de ciencia ficción que a primera vista nos parecen mero divertimento, pero también desde lo testimonial, un género que ha existido siempre, pero que en esta época, como nunca antes, ofrece a los lectores temas considerados tabú y condenados al silencio social por vergonzosos o “peligrosos”, según las mentalidades más conservadoras.

Historias personales que nos atrapan por la magnitud del drama, pero que además lo hacen por su honestidad, talento y extraordinario manejo del lenguaje, han aparecido en tiempos recientes. Uno de ellos, que reseñé aquí alguna vez, es el de Édouard Louis, Para acabar con Eddy Bellegueule, donde el jovencísimo escritor denuncia el matoneo al que fue sometido en la adolescencia a causa de su homosexualidad, y cómo lo salvó el teatro, que le permitió huir de un medio social brutal, al que muestra con descarnada mirada crítica. Igualmente descarnado es Instrumental, de James Rodhes, el extraordinario pianista que estuvo hace poco en Bogotá, y que narra cómo lo violó recurrentemente su profesor de gimnasia, oprobio que causó en él actitudes autodestructivas que lo llevaron, durante años, a hospitales mentales y a varios intentos de suicidio. No hace mucho, también, salió en español un libro que toca un tema que escandalizará a varios, y que sostiene que el instinto maternal es una construcción cultural que sirve para imponer a la mujer la idea de que la maternidad debe ser la aspiración suprema del género femenino. Para problematizar esta idea, Orna Donath, una socióloga, hizo su tesis doctoral a partir de 23 entrevistas a mujeres que confesaron lo inconfesable: que, de haberlo pensado mejor, no habrían tenido los hijos que hoy tienen, aun amándolos como los aman. En Colombia también se han publicado libros que rompen el tabú: la periodista Paola Guevara, a través de su historia personal, pone a tambalear el mito de la madre como cuidadora de los hijos y del padre como el que siempre abandona. Y la también periodista Catalina Gallo narra desde dentro los horrores de la bipolaridad que padece, y de paso señala la incomprensión general sobre esta enfermedad y también la posibilidad de aprender a manejarla mientras se lleva una vida productiva.

En entrevista a Boris Cyrulnik, neurólogo francés que escribe sobre la resiliencia frente a la violencia —en su caso la de los alemanes contra los judíos en tiempos de Hitler— Fabián Sanabria cita las palabras de Maylis de Kerangal, también escritora, sobre la función del arte y la literatura de este tipo: “reparar lo que queda y desprivatizar lo más íntimo, ofreciéndoselo a lo colectivo, a la sociedad”. Algo muy necesario en este país que trata de perdonar los estragos de la guerra y de apostarle a la reconciliación. Es tiempo de contar, de sanar, de ayudar a otros desde la escritura de la propia experiencia.

PARA LEER

EL ESPECTADOR

YO ME QUEDO

Fernando Araújo Vélez

Yo me quedo con aquella respuesta de Pablo Neruda a un periodista que le preguntó de qué servía la poesía, su poesía, y dijo que él sólo sabía que el Che Guevara llevaba uno de sus libros en su mochila, y me quedo con el Che que les enseñaba matemáticas a los campesinos y les leía a Neruda. Yo me quedo con Octavio Paz cuando escribía “Mi padre, al tomar la copa, me hablaba de Zapata y de Villa, Soto y Gama y los Flores Magón, y el mantel olía a pólvora. Yo me quedo callado: ¿de quién podría hablar?”, y me quedo con sus referentes y con otros que vinieron después, y me voy convenciendo de que hace veinte años o algunos más los referentes y los espejos de lucha y dignidad desaparecieron.

Yo me quedo con la idea de que a punta de espejos y de referentes se van construyendo las sociedades, y esta que vivimos ve sólo el brillo del marco de esos espejos y las monedas de algunos referentes. Me quedo, como decía usted, con ir a las bibliotecas y elegir el libro que quiero, y no esperar en mi computador a que un montón de algoritmos me bombardeen con videos y textos desechables. Me quedo con la convicción de que quienes escribieron fueron los verdaderos revolucionarios que nos clavaron miles de cuchillos para que nos estremeciéramos, y de que quienes escriben hoy serán los que dejen testimonio de nuestra insulsa, vendida y cómoda época.

Yo me quedo con el papel, con el libro pesado de páginas amarillentas que me va a mostrar una parte del mundo y me va a llevar a vivirla, con el periódico untado de tinta y con los mensajes en papelitos arrugados, con la mochila y el abrigo raído, con Silvio Rodríguez y Víctor Jara, con Pablo Milanés cantando “Yo me quedo con todas esas cosas, pequeñas, silenciosas”, y con dos aguardientes para gritar “que nadie sepa mi sufrir”, “prohibido olvidar” y tantas cosas más. Yo me quedo con el delirio, con la venganza fina, con la figura de don Quijote pasar, con el beso que nunca le di a usted y que pudo cambiarlo todo, con el penúltimo cigarrillo y enviarle una carta escrita a mano, y me quedo con los amores platónicos.

Yo me quedo con el eterno descubrir de las verdades que quedan detrás de las mentiras, y me quedo con el valorar y el admirar en lugar del fácil querer, y me quedo con lo difícil, aunque muera en el intento.

DIZQUE SE IBA A MORIR…

Armando Montenegro

Durante varios años se vaticinó la desaparición del libro impreso. Se predijo que con el avance del libro digital, los textos en papel sufrirían la misma suerte de los CD y las cintas de las películas. Y por algún tiempo las cifras respaldaron estas predicciones. El explosivo crecimiento de las ventas de libros digitales parecía indicar que todo era cuestión de tiempo. El cierre de librerías emblemáticas como Borders, las dificultades de Barnes and Noble y la clausura de miles de tiendas de libros en todo el mundo parecían señales contundentes de la muerte gradual del texto en papel.

En Colombia, aún sin una penetración significativa del libro digital, se cerraron conocidas librerías y también se pronosticó que la circulación de los impresos se marchitaría en poco tiempo.

De pronto, en los últimos dos años renació el libro en papel y se estancaron las ventas de los digitales, según las estadísticas de Estados Unidos e Inglaterra. El mismo Amazon ha anunciado que se dispone a abrir decenas de tiendas de libros físicos en todo Estados Unidos. Varias librerías que sobrevivieron el primer embate de los libros digitales hoy registran buenos volúmenes de ventas y han nacido muchas otras, independientes, frescas, con locales que pagan menores arriendos, que ofrecen café, música y atractivas facilidades para los usuarios.

Numerosos analistas piensan que este renacimiento se debe a que las experiencias y los distintos servicios proporcionados por el libro impreso no pueden reemplazarse con los digitales. Otros señalan que hay también razones económicas. Según John Grapper, en el Financial Times, por ejemplo, se ha producido un cambio en los precios relativos entre digitales e impresos. Al comienzo de la revolución digital, Amazon hizo que los digitales fueran bastante más baratos, incluso que los libros de pasta dura, lo que le dio un gran impulso al mercado digital. Ahora, según Grapper, la situación se ha invertido. El precio de los digitales ha subido y ha aumentado el atractivo económico de los impresos. Después de tener la mayor tajada del mercado digital, según él, Amazon ahora quiere aumentar en forma agresiva su participación en los textos en papel.

En Colombia también se observa un renovado dinamismo de las librerías. El símbolo de esta tendencia es la apertura del nuevo local de la Librería Lerner del norte, moderno y cómodo, con servicio de café, más de 200.000 títulos y una gran librera que conoce y aconseja a sus clientes. Otro hito es la sede de Tornamesa en la zona G, con un gran surtido, cómics, libros gráficos, café, música y venta de vinos. Wilborada, creada hace pocos años, y la persistencia combativa de librerías más tradicionales, como la Nacional, ArteLetra y muchas otras, nos hace pensar que el texto impreso está vivo y coleando en nuestro medio.

La otra manifestación de esta bonanza librera es la aparición de numerosos editores independientes y alternativos, con gran calidad, nuevos autores y reediciones de libros agotados, novelas gráficas y otras novedades, que compiten con las grandes empresas editoriales.

No podemos saber si este es solo un round que ha ganado el libro impreso en su larga lucha contra el digital. Mientras sepamos el desenlace definitivo, aprovechemos y disfrutemos del texto en papel, las librerías, sus variedades, su ambiente y su mundo singular.

ESPIRITUALIDAD

VANGUARDIA
EL ESPEJO DE LA REALIDAD
Euclides Ardila Rueda

Las apariencias engañan. Hablo de esas mentiras que nos inventamos o de esas ‘verdades’ que no queremos reconocer. No podemos vivir de ilusiones, la realidad siempre es tal cual ella es.

¡Piense que puede y podrá! Y cuando la salida no esté a la vista, búsquela por otro lado o con otros medios; pero jamás se rinda. Mejor dicho: No se pierda el ahora esperando un futuro que, a lo mejor, no va a vivir.

Esta pequeña entrada es una sana reflexión sobre esas pequeñas o ‘complejas’ cosas del día a día que a veces son invisibles y que, a pesar de ello, representan más de una carga.

La invitación es a vivir feliz y eso solo se logra asumiendo la realidad.

Hay cosas que no podemos negar de la cotidianidad. Las situaciones con las que nos enfrentamos deben ser asumidas con seriedad y dignidad.

¡No podemos tapar el Sol con una mano!

En el amor, por ejemplo, debemos decidir amar aquí y ahora; pero también hay que ‘tener los pies sobre la tierra’ para no caer presos de desilusiones o ser víctimas de esos golpes fuertes que impactan al corazón.

Algunas mujeres, para citar solo el caso de ellas, reprochan que muchos de ‘ellos’ se acostumbran a ‘respirar’ en un mundo de mentiras. Y hay que confesar que eso suele sucedernos.

Lo que también es cierto es que no es el aire el que está contaminado; es nuestra apariencia la que ha enrarecido el entorno.

Las mentiras más crueles son dichas en silencio. De esta forma, les mentimos a nuestras parejas y hasta nos ‘tomamos el pelo’ nosotros mismos con falsas ilusiones.

Algunos hombres, por su parte, conforman redes de farsa y de disimulo, que lo único que hacen es desnudar una absurda filosofía de vida. Lo que no contemplamos es esa extraordinaria intuición que las acompaña a ‘ellas’ y que termina delatándonos tal y como somos.

Esto, a decir verdad, no es un asunto de género, entre otras cosas, porque ocurre con casi todas las personas e incluso con la forma como nos vemos y como vemos a los demás.

La verdad es una sola y no refleja nada distinto a la realidad de las cosas. Cuando admitimos quiénes somos y para dónde vamos, nos sentimos mejor; seamos hombres o mujeres.

Además, la verdad es para los iguales, porque la esencia la transmite el corazón.

Otro paso que siempre acompaña a la verdad es ese que damos al aceptar que una cosa es como llega, no como ‘debería ser’.

Cuando eso ocurra, hay que buscar la forma de asumir la vida de la mejor manera posible, sin caer en el rol de la resignación.

La verdadera fuerza está en el interior, no afuera.

Tanto a ‘ellas’ como a ‘ellos’ podría decirles que deben recibir en sus almas sus valores y sus esperanzas, aunque estén asolados por los zarpazos de la fatalidad o de la incredulidad.

La verdad nos libra de largas y negras horas de desvelo y, además, nos salva de la oscuridad que siempre lleva consigo la mentira. Todo está en nuestros corazones.

Además, ser reales trae consigo tesoros incalculables para nuestra realización.

Recuerde que la belleza de su alma radica en su capacidad de ser sencillo, de disfrutar, de dar, de agradecer, de reír, de perdonar, de soñar en grande y de valorar lo que en realidad es importante.

Todos atravesamos por valles de dolores y al renegar o quejarnos, lo único que logramos es poner más espinas en el camino.

Llene su alma de luz, fortalezca su fe y lleve sus penurias con mansedumbre y paz.

FARANDULA
EL TIEMPO
ALIAS CARACOL 
Ómar Rincón

La historia de 'Alias J. J.' es la misma de siempre: narco-alucine, comemujeres, licor y billete.

Esta columna se ha escrito y repetido cuando hay una narconovela. Y podría durar un párrafo que diga que somos un país con alma de narcos, luego estas historias generan reconocimiento (¡somos así!) y escándalo (¡negar la realidad!). Y como generan identificación, producen ‘rating’; y como se hace escándalo, dan muchos clics a los medios. Y fin.

‘Alias J. J.’, que es alias Popeye, que es el sicario de Pablito, que es la ‘celebrity’ que los medios explotan, que es exactamente eso que no queremos ser pero somos… es Caracol. La historia es la misma de siempre: narco-alucine, duros para todo, comemujeres, licor, drogas y mucho billete. Ellos, feos pero frenteros; ellas, bellas pero sexis. No hace falta ‘casting’, de eso sabemos por aquí. Un relato fácil de seguir, es como mirarnos en la calle.

Su lado televisivo es muy bueno porque de ‘narcoestética’ sí sabemos por estas tierras. En lo visual está bien, se gusta el exceso, se goza la grasa, se saborea lo ‘kitsch’, se apasiona por ese mundo paisa hecho de excesos. El ritmo funciona. Los diálogos se entienden.

Todos los actores parecen naturales, lo hacen como si fuera de todos los días. Los modos del habla salen potentes porque reconocen esa práctica excesiva y brillante que tenemos en estas tierras. Los hombres tienen actitud; las mujeres, carnes-deseo.
Lo narco es una realidad que vivimos masivamente en las calles, los noticieros, los empresarios, los abogados, los políticos: billete matacabeza, todo por un escándalo, libros para qué leer si se pueden escribir testimonialmente, para qué amor si se puede comprar el sexo, el poder y los políticos.

Lo único que habría que agregar son tres apuntes:

‘Popeye’ es la celebridad que nos merecemos: sicario, faltón, sin modales, atarván, sapo, sin lecturas, narco. Y con esos valores y este kitsch, los medios nos han dado a conocer en forma de noticia todo sobre su vida, hasta que lo convirtieron en parte de la farsándula nacional. Reflexión: ¿a un personaje como estos no debería echárselo al olvido y negarle toda visibilidad y notoriedad?

Los colombianos llevamos un narquito en el corazón. Todos, pero sobre todo los políticos, los abogados, los expresidentes, los empresarios, los emprendedores, los críticos, los periodistas y, más aún, la farándula. Si no, mirémonos en el espejo cómo actuamos, hablamos, vestimos y expresamos. Si no, miremos cómo lo que importa es el billete, el sexo, las drogas y aparentar. Y esto es así porque llevamos toda la vida con los narcos como paisaje estético, político y moral.

Caracol es el que sabe de narcos. ‘El cartel’, ‘Sin tetas sí’ y ‘Sin tetas no’, ‘Escobar’, ‘J. J.’ Lo hace bien, le saca ‘rating’ y celebra esta cultura. Al narco hay que contarlo porque es nuestro karma, pero falta más criticidad y menos celebración en las historias, los personajes y las actuaciones, ¿o no?

Los narcos son tan mágicos que todo lo que tocan lo convierten en negocio, hasta en televisión. Y Caracol lo sabe.

LA PATRIA 

UN GUARDIÁN DE LA HEREDAD
Orlando Cadavid Correa
Vivir por casi medio siglo a la sombra tutelar de su padre Ramón Ospina Marulanda, el número uno de la narración taurina, le sirvió a  Carlos Alberto Ospina Macías –el penúltimo de los ocho hijos de la camada— para adquirir todos los conocimientos y secretos alrededor de la fiesta brava y convertirse a la postre en el guardián de la heredad.
Periodista egresado de la Universidad Pontificia Bolivariana, la misma que doctoró en derecho y ciencias políticas, en el siglo pasado, al ex presidente Belisario Betancur Cuartas y al ex ministro y fecundo escritor  Otto Morales Benítez, el hijo de “El Insobornable”, que en gloria esté, mantiene encendida la llama de la afición en emisoras de su natal Medellin.

Carlos Alberto empezó a contraer el virus taurino a los 5 años, cuando aún vestía de pantalón cortico y prefería jugar a las corridas de toros que a los carritos y trencitos. Su ilustre padre lo llevó primero a una tienta en la ganadería de reses de lidia del médico manizaleño  Ernesto Gutiérrez Arango, cerca al Nevado del Ruíz, y luego a una corrida de verdad-verdad en la plaza La Macarena. Después de estar en la tienta, el parvulito quedó pringado para siempre por el arte de Cúchares, así como el resto de los integrantes de la taurinísima Casa Ospina que tiene sus querencias en el Barrio Conquistadores, de la  Bella Villa.

Del matrimonio de don Ramón, !alma bendita!, con doña Eufemia Macías Monsalve, hermana de la torera Blanca Inés Macias, conocida como “Rosarito de Colombia”, figura del toreo femenino a pie y a caballo, nacieron en su orden cinco  mujeres, a saber: Miryam, María Eugenia, Yolanda, Martha Lucía y Luz Marina, y tres varones:  Juan Ramón, Carlos Alberto y Sergio Iván. La madre, de  81 años, nacida en San Jerónimo (Antioquia) se casó con el eximio cronista de los toros cuando ella tenía 15 años.

La casta torera ospinista comenzó a avizorarse cuando el joven Ramón (nacido en Versalles, corregimiento de Santa Bárbara, en 1928) participaba en novilladas programadas en pueblos paisas con encierros no aptos para la lidia sino para  ser llevados a los mataderos municipales cuyos cierres deberían exigir de por vida, junto con los restaurantes de aquí, allá y acullá,   los enemigos de las corridas de toros y de las fiestas en corraleja que están en mora de extender su accionar en favor de la población porcina para que no se maten más marranos en las parrandas de navidad y año nuevo y se prohíba terminantemente (por razones humanitarias)  la preparación, venta y consumo de la lechona tolimense, máxime cuando el animal es objeto de burla al ponérsele una manzana en su trompa u hocico.

En una segunda entrega del Contraplano ofreceremos un ejercicio sobre el rol que asumiría, de estar vivo, el gran don Ramón, frente al debate que apunta a propinarle una estocada mortal a la fiesta brava y a hacer que rueden sin puntilla, en la arena, Ferias sexagenarias tan postineras como las de Manizales del alma y de Cali bella.

La apostilla: Los aficionados capitalinos de hueso colorado no se explican por qué razón el entonces alcalde de Bogotá, Gustavo Petro, al acabar con las corridas de toros en la Monumental Plaza de La Santamaria, no decretó el encarcelamiento del propietario del famoso restaurante “Andrés, carne de res”, por sus permanentes “crímenes” contra el ganado vacuno.

